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lo Inlroducción.-

ESCRlTO DE SOLICITUDES ARGUMENTOS Y PRUEBAS QUE PRESENTAN
LOS REPRESENTANTES DE LA SEÑORA MARIA SALVADOR CHIRIBOGA

ANTE LA CORTE JNTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

nüO1i; !,
El pt esente caso tiene, sin duda, singular impOltal1cia para el Sistema Interamericano de
Derechos Humanos por ser el primero en el que se discutirá y analizará de manera
directa el alcance de la protección contenida en el Art 21 de la Convención Americana
sobre Derechos Hmnanos (de aquí en adelante designada como "la Convención")
relativa al derecho a la propiedad y de manera concreta a los derechos derivados de tal
protección en torno a la facultad expropiatoria del Estado.

Se ha considerado importante iniciar el presente escrito afirmando que la presunta
víctima no discute ni controvierte la potestad expropiatoria que puede ser ejercida por el
Estado No obstante, se estima, conforme se analiza más adelante, que la misma debe
necesariamente ejercerse de manera simultánea a la obligación de reparar e indemnizar
al titular o titulares del derecho a la propiedad Más aún, se considera que la facultad
expropiatoria no puede ser utilizada con el fin de generar un sistema destinado a
producir una reducción permanente del patrimonio del titular del derecho sino que, por
el contrario, el mecanismo debe encontrarse diseñado para lograr mantener el equilibrio
entre el ejercicio de la potestad pública y la protección del Derecho En este contexto, se
considera trascendental la oportuna intervención de los jueces y demás autoddades
judiciales quienes deben, de manera oportuna, resolver las controversias que se pueden
generar en tomo a la discusión sobre la propiedad.

El ejercicio de la potestad púbtíea de expropiar no puede darse de manera que
simplemente traiga consigo exclusivamente beneficios para el sector público, a costa de
los perjuicios para el partícular. Así, la presunta víctima estima que la expropiación de
su predio, que ha sido destinado para tormar parte de un parque para la ciuda.d de Quiro
es, pril1lafacie, una potestad legitima Sin embargo, en este caso esta potestad ha sido
ejercida de ulla manera contraria a las obligaciones del Estado, lo cual ha conducido, sín
duda alguna, a la responsabilidad internaci onal del Estado.

Bajo tales consideraciones, esta Honorable COI te, deberá exami nar y resolver cuáles son
los limites exactos del ejercicio de la potestad expropiatoria Deberá, asi mismo,
deternúnar cuáles son los estándares internacionales aplicables al deber de indemnizar y
de manera particular deberá determinar los presupuestos juridicos que permitan
distinguir entre un proceso expropiatorio de un proceso confiscatorio

En este contexto, conforme se explica más adelante, se solicita que la Corte determine
que si antes de O previamente a adoptar la decisión de iniciar un proceso expropiatorío
el Estado debería determinar su propia. capacidad económica para cumplir con el deber
indemnizatorio. Esto resulta particularmente irnportante, pues, de producirse el ejercicio
de la potestad de expropiar sin previamente determinar la capacidad económica del
Estaclo se puede llegar a una situación en que la expropiación deja ser tal y se torna en
una situación de confiscación.
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Por otra parte, se considera que el presente caso también resulta importantc por el hecho
de que la Corte deber á pronunciarse sobre el alcance que deben tener las normas internas
en tomo a la protección judicial y el deber que tienen los Estados de adoptar medidas
legislativas y de OLlO carácter para hacer efectivo el "jercicio de los derechos
garantizados en la Convención y de manera panicular el derecho a la propiedad y el de
propiedad

Si bien existe un importante desarrollo de la jurisprudencia internacional en cuanto a los
estándales sobre expropiación y compensación que ha sido adoptada por varios
tribunales internacionales no es menos eie!10 que dicha jurisprudencia no cuenta, en
muchos casos, con una perspectiva del derecho humano a la plOpiedad Por ello, el
presente caso tiene particular importancia en el contexto del actual desan 0110 del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

Este caso, que sin duda resulta pamdigmático por la defensa al derecho humano a la
propiedad pIivada, también impone un análisis del derecho al debido proceso y la
racionabilidad tempnral para la conclusión de tales procesos en materia civil y
contencioso administrativo Se debe, en todo caso, anticipar, que al igual que en los
casos anteriores que esta Honorable Corte ha conocido en contra de la Republica del
Ecuador, buena parte de las violaciones alegadas tienen origen en los actos y omisiones
generados e incurridos por agentes de Estado que pertenecen al poder judicial, 1 10 cual
demuestra que, luego de cerca de diez afios de que esta Corte resolviera el primer caso
contra el Ecuador, el Estado ha sido claramente incapaz de soluciona! los problemas
que de manera sistemática conducen a una permanente violación de los Derechos
Humanos Más aun, demuestra la falta de voluntad politica para cumplir con el debel ele
no reiterar los hechos violarorios.

Por ello, hoy resulta claro que el Juez Antonio Caneado Trinidade tuvo ciertamente la
razón cuando afirmó que:

"37. Si mayures avances no se han logrado hasta la{echa en e/presente dominio de
protección, na es esto atribuible a obstáculos jll/'idicos, '" que en realidad nu existeu, ­
sino más bien a lafalta de volUlltad (animus) del poder público de promover y aseí;urar
una protección más eficaz de los derechos 1111t1la/lo~ Esto se aplica hoy dio. el la casi
totalidad de los países latinoamericanos, - y, entiendo, también a los paises caribeños. ­
lo que destaca la necesidad apremiante de un cambio de mentalidad, al cual ya me
referí. Una llueva mentalidad emergerá, en lo que conCletne al Poder Judicial. a paNir
de la co¡nprenSióll de que La aplicación directa de las 170nll0J' internacionales de
protección de los derechos humemos es bellafiea para lus habitantes de todos los pai:;e.s,
y que, en vez del apegu a construcciones y silogismos jurldieojórmale, )1 a 1111

llormativúmo hermético. lo que verdaderal7lei1le ..\e requiere es proceder a la C01Tecla
il1telj"efación de las nonnas aplicables a fin de a,egurar la plena protección del ser
hWllano, yean ellas de origen internacional Onacional ,,~

El presente caso es una clara demostración de lo afirmado, pues las autoridades
judiciales y administrativas ecuatorianas han demostrado una absoluta falta de voluntad

Incluisive el Estado durnme la lnunÍlación del caso ame la Comisión ha reconocido de manera expresa las graves
del1cicncias eXÍstcIHcs en In fundónjudicial del Ecuador.

t. Corte 1D.H, Cam "La Ultima TenTación de CriHo (Olmedo RtH(()í y otros). Sentencia de 5 de feblelO de
2001.. Serie e No 71. "Voto Concurrente del Juez Antonjo C3l1cado Trinidade. pñrr 37
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en el ejel CIClO de sus potestades pública~ para garantizar y asegurar
plotección de los derechos humanos de la señora María Salvador Chiriboga.

2. Los Hechos: Descripción de los pl'ocesos internos

una eficaz.

" 'i (\·1 ; ·1
;~} ~) ti _l '1 t

.Los representantes de María Salvador Chiriboga hace suyos los hechos afirmados por la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sin embargo, consideran adecuado el
incluir una relación de hechos en la que constan algunos detalles, asi como una
descripción de los procesos que se hall iniciado ante la función judicial del Ecuador.

2. 1 Descripción de los he<:hos fundamentales del caso

Durante la década de 1970 los hennanos María y Guillermo Salvador Chiriboga
adquirieron por sucesión por causa de muerte de su padre, Guillermo Salvador Tobar,
el predio de 60 hectáreas conocido como "Barán de Merízalde". Este predio se
encuentra ubicado dentro del actual Distrito Metropolitano de Quito El derecho dc
propiedad sobre el inmueble no ha sido objetado ni por el Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito ni por parte de los jueces, tribunales y demás agentes de Estado
que han intervenido en el caso

El 13 de mayo de 1991 el Concejo Municipal de Quito (hoy denominado Concejo del
Distrito Metropolitano de Quito, al que se le mencionara simplemente C0l110 el
"Concejo" o "el Con~jo Municipal)" resolvió declarar la utilidad pública y la
ocupación inmediata, varios inmuebles, entre los que se encontraba el señalado en el
párrafo precedente. La declaratoria tenía como objeto el destinar dicho predio al
denominado "Parque Metropolitano"

En vista de que la peticionaria no se encontró conforme con lo resuelto por el Concejo
Municipal, apeló por la vía administrativa ante el Ministerio de Gobierno la decisión
adoptada por el Concejo, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Régimen
Municipal Ame tal recurso administrativo el Ministerio de Gobierno emitió el Acuerdo
Minist.erial 'lOS el 16 de septiembre de 1997 mediante el cual aceptó el recurso de
apelación y dejó sin efecto la declaratOlia de utilidad pública ordenada por el Municipio
de Quito .. Sin embargo, dos días más tarde y sin cumplir con los procedimient.os
administrativos ni judiciales reconocidos pOI la .Ley ecuatoriana,' esto es el IS de
septiembre de 1997 el propio Ministro de Gobiemo, mediante Acuerdo Ministerial 417,
resolvió dejar sin efecto el Acuerdo 'lOS

En efecto de acuerdo con la legislación del Ecuador el acto adoptado por el 1V1in.istro de Gobierno únicamente podía
ser modificado Únic.1.mcn~1'.: por "ia de la acción tIc lcsividad Así" el Estatuto del Régimen Juridico Administrativo
de la FtUlCión Ejecutiva dispone lo siguiente;

"97..w TES¡VIDAD - La anulación por parte de la propia Administración de los actos declarativos de
derechos JI no anulahles, requerirá la de.clara/oria prEvia de lesívidad para el in/eré .. "úhlico }lSU impugnación entre
e/Tribunal Dís/rital de lo Contencioso Administrativo cOn/pe reale

La ler;ividad deberá ,~;er declarada mediante DeCl"etQ F;jeCllfilJo cuando el aeJo 1m sido expedido )'a ';,(;!a

PO! Decreto F.jecuri\'o o Acuerdo A-finL,>/eriaL en loc,o otros cosos, la lesi..-¡dad será declarada medümle Resolución del
1vlini!>lro conlpelé'ntr.::

f.a acción contendo.sa de leswidad podra ínrelponcrJe. afIle los Trihunales Dislritale.s de lo Conrel1c;osn
AdminL'itrativo en el plazo de tre$ meses o parIir de la declaraloria de lesividad. "
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Como consecuencia de las violaciones a las norn1as internas derivados del acto
administrativo cont.enidos en el. Acuerdo Ministerial 417 la peticionaria interpuso
recurso subjetivo o también denominado de plena jurisdicción' ante el Tribunal Distrital
No 1 de lo Contencioso Administrativo para qlle se dejara sin efecto el acto contenido
en dicho acuerdo. Dicho proceso judicial (identificado con el No. 443 1), pese al tiempo
transcunido hasta la presente fecha no ha sido resuelto por la. Segunda Sala. del Tribunal
Distrital No .. 1 de lo Contencioso Administrativo

Adicionalmente a esta acción, la señora María Salvador Chiriboga habia ya interpuesto'
otro recurso subjetivo o de plena jurisidicción (identificado con el No 1016) en contra
del acto administrativo mediante el cual se declaró de utilidad pública el predio de su
propiedad Dicha acción contenciosa administrativa, se dirigió a impugnar tanto en
contra de varios errores en el procedimiento administrativo de declaratoJia de utilidad
pública como frente a una clara discriminación de la que ella y su hermano Guillermo
fueron sometidos. En efecto, en la demanda sostuvo que el Concejo Municipal la víspera
de declarar la utilidad pública excluyó de dicha declaratoria a los pI edios de la familia
Isaias Mahuad y concedió el permiso de urbanización sobre tales predios De igual
manera se sostuvo en la demanda que el Municipio Metropolitano carecía de la
asignación de fondos necesarios para proceder con la expropiación Hasta la presente
fecha el proceso no ha sido resuelto por la Primera Sala del Tribunal Distrital de 10
Contencioso Administrativo No. 1.

Una tercera acción, también bajo la jurisdicción contencioso administrativa fue
propuesta por la señora Mana Salvador. A través de dicha acción impugnó el acto
administrativo mediante el cual se les negó a ella y su hermano la autorización para
urbanizar un área de aproximadamente tres hectáreas de terreno En este caso, uno de los
fundamentos para demandar al Municipio 1\.1etropolitano de Quito fue la existencia de
una urbanización colindante, denominada "Mercantíl Urbana" o "Jardines del Batán" (en
los terrenos indicados de la familia Isaías Mahuad), sobre la cual sí existió autori;cacion
municipal Por ello, la peticionaria consideró que habia sido discriminada frente a los
propieta.rios de los predios colindantes, cuando las situaciones de hecho eran idénticas
Dicha acción, que rile ídentifiC<'lda bajo el No 1498 fue conocida y resuelta por la
Segunda Sala del Tribunal Dístrital No.. 1 de lo Contencioso Administrativo y
posteriormente en virtud del recurso de casación interpuesto por la presunta víctima, fue
decidido de manera definitiva por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte
Suprema de Justicia

En efecto, el20 de noviembre de 2001 la Segunda Saja del Tribunal Distrital No 1 de lo
Contencioso Administrativo, dictó sentcncia en el caso No 1498-95, propuesto contra
la ncgativa, por parte del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, de conceder

La Ley de la Jurisdicción Conlcncio~ Administrativo dispone:
"Art, 3.- El reclUSO contencioso ~ ac1rninislT<ltivo es de dos cIases: de plena jurisdicción o subjetivo y de

anulación 11 objetivo

El recurso de plena jurisdicción o subjetivo nmpllfíl un derecho subjetivo del rccurrcmc, presuntamente
negado_ desconocido o no reconocido tola! o parcialmente por el aeto llclnúnjstrntivo de que se lrota

El recurso de anulaclóll objetivo o por exceso de poder~ tutela el cumplimiento de la n011lln jurídica
objetiva., de carácter administrativo, y puede proponerse por quien leng(l interés dhecto para deducir la acción.
solicitando al Tribunal la nulidad del acto impugn~ldo por adolecer de un vicio legal."
~ Iniciado el 11 de mayo de 1994.
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un permiso de urbanizar un área de tres hectáreas, de la propiedad de la peticionar ia La
sentencia, como se ha dicho, rechazó la demanda ..

Es impOltante rccordar que al proponerse la demanda contra el acto que negó la
posibilidad de ejecutar el proyecto de urbanización, se alegó que existia una violación
del ArL 2 J de la Convención Americana sobre Derechos Humanos Sin embargo, la Sala
al momento de resolver, afirmó que los actos impugnados son de aquellos actos
inimpugnables judicialmcnte.. El fallo no analiza la existencia de la violación alegada
en relación con el Art. 21 de la Convención

De esta resolución se interpuso el recurso extraordinario de casación para ante la C011e
Suprema de Justicia. Al momento de interponer el recurso, para sostener la falta de
aplicación del derecho, de manera expresa se alegó lo siguiente;

,.... ,.'-'
"

I'

La Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, mediante
sentencia dictada el 11 de diciembre de 2002, resolvió rechazar el recurso de casación
interpuesto. Si bien, la Sala indico que no existía en la sentencia violación del Art 2 J de
la Convención Americana en cuanto exista el cumplimiento del deber estatal de pagar el
precio de los terrenos declarados de utilidad pública, y que en dicho proceso no
corresponde exigir a la municipalidad el cumplimiento de tal deber, la Sala se abstuvo de
pronunciarse con respecto a la violación del Art XVJll de la Declaración Americana de
Derechos y Deberes del Hombre

La trantitación de este proceso tomó más de siete años ante los tribunales de lo
contencioso administrativo.
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De igual manera, Maria Salvador Chiriboga interpuso un recurso subjetivo o de plena
Junsdicció': en contra del Municipio Metropolitano de Quito para impugnar el acto
adrmmstratlvo de 17 de enero de 1996, mediante el cual el Procurador Metropolitano
pretendió dejar sin efecto, el acto del Ministro de Gobierno. contenido en el Acuerdo
Ministerial 408. Este proceso (identificado con el número 2540) que fue conocido por
la Segunda Sala del Tribunal Distrital No. 1 de lo Contencioso Administrativo se
encuentra concluido con una sentencia en contra de la actora En dicha sentencia el
Tribunal sostuvo que el acto impugnado no "es susceptible de impugnación" Sin
embargo, se debe mencionar que en dicho proceso, al momento de interponer el recUrso
de casación para ante la Corte Suprema de Justicia, se alegó la violación de la
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre En efecto se sostuvo lo
siguientc:

i'lo;L\g,¡;>;",O\"'éf:ll;j,.lt9S· . {j',ereqll0¡; ;.•...•. fupd¡¡lplent?_,"s.á6Y;.,~~~r~d8s

'¿;;¡,,'gb:i11i¿±¿ila1~,~, I,a 'se~)~~Ú Elªiá4",iTl'~b0il~i8{"f;i.J:."';l'.cl~~lÓ
p~;r\~#ir,~i,~b;¡.~~¡·rii.st;lii!tf,iyq,n.o haapÚ,j~dd 'l~ Jnéi\tiaRada '. rJC)rIll¿\

La Corte Suprema al momento de resolver sobre el recurso se limitó a afirmar, con
respecto a los fill1damentos del recurso que" son criterios subjetivos de la recunente que
no demuestran, bajo ningún concepto que el Tribunal 'a-quo·. haya dejado de aplicar las
nonuas por ella referidas." Los resultados de este proceso fueron informados a la
Comisión mediante comunicación de 23 de diciembre de 2003

El único proceso Ílúciado por el Estado, a través del Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito, ha sido el juicio por expropiación ante el Juez Noveno de lo
Civil de piclúncha. Asi, e el 24 de septiembre de 1996 el juez calificó la demanda y
autorizó la ocupación inmediata del predio, puesto que se había consignado un valor
que el Municipio unilateralmente consideró que se trataba del valor del predio Una ve;;:
citada la demanda, la señora Salvador Chiriboga compareció ante el Juez Noveno de 10
Civil de Pichincha y solicitó que se ordenara completar la demanda al Municipio del
Distrito Metropolitano de Quito por no haberse dado cumplimiento a la Ley de
Contratación Pública en cuanto no se contó con el avalúo de la Dirección Nacional de
Catastros· y no se había presentado dicho avalúo Ante tal solicitud • luego de habérsela
puesto en conocimiento del Distrito Metropolitano de Quito y de haberse dispuesto por
el juez que se cumpliera con tal requisito, el juez resolvió revocar el auto de calificación
de la demanda, e inhibirse de tramitar la causa, con fecha 4 de septiembre de ¡ 997 ,
precisamente por las razones invocadas por la peticionaria

Posteriormente, el Municipio realizó distintos pedidos al Juez, entre los que se

E':i un or.!,,'<lnismo independiente del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito y dependiente del gobierno
central. No debe cOI1fumlirse con la Dirección de Avalúes y CaLnslros que es una dependencia del Municipio
MClropolitnno de Quito
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incluyeron recursos d~ ,apelación Y,de hecho, los mismos que fueron negados por el
Juez En esta sltuaclOn pemlaneclo el proceso, sin avance alguno, encontrándose
lllclusive ejecutoriada la providencia señalada hasta hace casi catorce meses, pues el 25
de enero de 2006 (luego de emitido el informe previsto en el Art 50 de la Convención) ,
el Juez Noveno de lo Civil de Pichincha resolvió declarar la nuIídad de la providencia de
4 de septiembre de 1997 Y dispuso que se retornara a la situación existente al 24 de
septiembre de 1996, es decir ordenó que se citara la demanda a la peticionaria y ratifico
la orden de ocupación inmediata, con lo que se pretendió dar legitimidad a los más de
diez años de ocupación del inmueble de propiedad de la peticionaria No obstante, nada
se dispuso sobre el deber de realizar el deposito de un valor que resulte justo y que
represente el valor real de compensación e indemnización del predio expIOpiado

Tiene trascendencia destacar que el valor que fue depositado por el Municipio del
Distrito Metropolitano de Quito, corresponde en la aetualidad a la suma de US$
9.039,62 (Nueve mil treinta y nueve, 62/100 Dólares de los Estados Unidos de
Amériea). Dicho monto implica que el Municipio de Quito considera que cada metro
cuadrado de terreno tiene un valor de 0,015 dóhues ( 15 milésimos de dólar o sea un
centavo y medio de dólar) ,El inmueble objeto de la expropiación se halla en una zona
en que los avaluos más conservadores reconocen un precio infinitamente superior por
cada metro cuadrado de terreno .. Más aun, en virtud de las normas secundarias vigentes
en el Ecuador el valor depositado no se entrega a la persona propietaria del predio, sino
que se deposita en una institución financiera publica De esta manera, aun este íntimo
momto jamás fue puesto a disposición real de los hermanos Salvador Chiriboga La
confiscación y privación arbitraria de la propiedad es evidente

Ni siquiera las inversiones considerables realizadas por la familia de la señora Salvador
en la siembra de átboles de eucalipto, han sido consideradas O contempladas para la
indemnización.

Originalmente, el 9 de julio de 1997, cuando el Municipio de Quito inició7 con la
citación de la demanda a la señora Salvador Chiriboga , sin la valoración ele la Dirección
Nacional de Avalúos y Catastros, el proceso de expropiación y ocupó el predio, con el
fin de obtener una protección de los derechos que estaban siendo violados, Malia
Salvador Chiriboga por sus derechos y por los de su hermano, interpuso una acción de
de amparo constitucional ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administlativo
No l, el cual se inhibió de conocer la causa, pero luego de la interposición de una
apelación ante el Tribunal Constitucional, se vio obligado a tramitarla y a resolverla
La acción de amparo file planteada bajo la alegación de que se había violado el Art 21
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los derechos reconocidos tanto
en la Constitución ele la República del Ecuador como en la Declaración Americana de
Derechos y Deberes del Hombre El Tribunal Distrital de 10 Contencioso Administrativo
No .. 1 resolvió el 2 de octubre de 1997 que los actos realizados por el Municipio habían
sielo legales, lo que fue confirmado por el Tribunal Constitucional que consideró que
]a Municipalidad había obrado de conformidad con las facultades del ordenamiento
jurídico, y, por ello, rechazó definitivamente la acción de amparo propuesta. No
obstante, en la resolución de 2 de febrero de 1998 no realizó pronunciamiento alguno
sobre la violación de las normas internacionales invocadas Para la fecha en que se dictó
la resolución final de la acción de amparo habían transcurrido siete meses, desde que se
la proposo

La demanda fue presentnda W1 ailo antes, el 16 de julio de t996
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Pese a que el bien había sido expropiado, al menos en los hechos, y se hallaba y se
encuentra ocupado por el Municipio de Quito, éste ha venido cargando a. la presunta
víctima el pago de impuestos prediales, que inclusive ha incluido, en más de una
ocasión, la tasa correspondiente a solar no edificado' Es decir, ha sancionado
tributariamente, por no edificar, cuando el ejercicio de tal derecho ha sido impedido por
la propia administración municipal, al mantener en su poder el predio

El cobro de impuestos inclusive se ha producido para los años 2006 y 2007, cuando ya
se había emitido el informe del Art. 50 de la Convención e inclusive una vez propuesta
y notificada la demanda que se tramita ante este Honorable Corte De esta manera,
resulta claro que los hechos violatonos persisten aún hoy_

En definitiva, pese que han transcurrido cerca de 16 afios desde que la señora María
Salvador Chiriboga y su hermano vieron afectados sus derechos por la declaratoria de
utilidad pública, hasta el momento la Pcticionaria no ha recibido valor alguno en
concepto de pago o indemnización por cfecto de la apropiación del inmueble de su
propiedad De hecho, la irrisoria suma que ha sido depositada. por el Municipio
l\letropolitano no ha sido siquiera puesta a disposición de la presunta víctima pues la
misma se encuentra depositada en un entidad financiera pública_

Además, pese a que se la señora María Salvador Chiriboga micro varios procesos
judiciales, entre 1994 y 1997 en contra de cuatro actos administrativos distintos en
contra del Municipio Metropolitano de Quito, únicamente dos de ellos han concluido y
en estos dos los Magistrados ecuatorianos se han abstenido de plOnunciarse sobre los
efectos y alcance de las normas de la Declaración Americana de Derechos y Deberes
del Hombre así como de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ínvocadas
por la recurrente

De igual manera, se interpuso un recurso de amparo con los resultados señalados en
párrafos precedentes

El 8stado en todo el trámite ante la Comisión interamericana, no ha controvertido estos
hechos Tampoco ha discutido el hecho de que el Municipio del Distrito Metropolitano
de Quito se encuentra en posesión del predio de propiedad de la Peticionaria. y que
inclusive ha gozado y usufructuado del predio Tampoco ha negado que haya realizado
el cobro de los impuestos prediaJes desde el año 1991 hasta 2007.

2.2 Descripción de los procesos enjunsdiccióll ecuatoriana

2.2.1 Recm-so objetivo o de plella Jmisdicción en contra <lel Municipio de Quito
No.1016-l.RO

Fecha de presentación de la demanda: 11 de Mayo de 1994
Identificación del proceso: Se encuentra en conocimiento de los Ministros de la
Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso No_ 1, signado con el No .. 1016­
LRü Este recurso fue planteado por Maria Salvador por sus propios derechos y como
curadora de su hennano Guillermo Salvador en contra del Concejo del Distrito

Sanción po;uniarin que se impone nI propietario de predios no c<lificados dentro del perímetro urbano
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Metropolitano de Quito y Alcalde
Objeto de la demanda: Que se declare la nulidad e ilegalidad del procedimiento que
siguió el Municipio de QUilO para la declaratoria de utilidad pública del inmueble de
propiedad de los actores y que en consecuencia se declare la. nulidad del acto
administrativo mediante el cual se declaró de utilidad publica el inmueble así como de la
disposición ordenada por el Alcalde de la prolúbición de enajenar del inmueble y que
adicionalmente, se condene al Municipio a indemnizar los daños y peljuicios causados
Dat.os relevantes del p,·occso: a) El 15 de Mayo de 1991 el Concejo Municipal de
Quito ordenó al Registrador de la Propiedad que inscribiera la prohibición de enajenar
ele1 referido inmueble en virtud de que el Concejo Municipal el 13 de Mayo de ]991
había resuelto declar'ar de utilidad pública, con fines de expropiación, el inmueble
referido sin previa notificación a los propietarios y actores del presente proceso Los
hermanos Maria y Guillenno Salvador Chiriboga impugnaron este acto b) El 23 de
JUIúO ele 1994, los Ministros de la Primera Sala del Tribunal Contencioso
Administrativos dictaron el auto en el cual se inhibieron de conocer la causa por cuanto
sostuvieron que no son competentes ya que al tratarse, según ellos, de un juicio de
expropiación no es materia de discusión judicial sino administrativa c) El 13 de Julio de
1994 se interpuso recurso de casación en contra del auto in11ibitorio con la finalidad de
que la Sala de lo Aelnúnistrativo de la Corte Suprema anulara el auto inhibitorio y
ordenara que se admiliera a trámile la demarJda No se admitió la concesión del recurso
de casación., razón por la que se interpuso el recurso de hecho, en cuya virtud se envió el
proceso a la Corte Suprema de Justicia d) El 19 de septiembre de 1995 la Sala de lo
Administrativo de la Corte Suprema de Justicia aceptó tanto el recurso de hecho como la
casación y declaró que habia lugar a la casación del auto inhibitorio de 22 de Julio de
1994 y ordenó la devolución del expediente al Tribunal de origen, esto es, Tribunal
Contencioso Administrativo para que procediera a dar trámite y calificar la demanda
contencioso administrativa.. e) En consecuencia, el 4 de diciembre de 1995 la Primera
Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo calificó la demanda y
ordenó la citación a los demandados .. 1) El 4 de Febrero de 1997 se abrió la causa a
prueba, en la cual entre otras pruebas, se solicitó una inspección judicial, la misma que
f'Ue realizada el 26 de Junio de 1997.. g) En virtuel de la inspección judicial realizada, el
Ing. Belmunelo Gutiérrez, designado perito, el 18 de Agosto de 1997 presentó su informe
, Con el cual el 14 de Enero de 1998 se corrió traslado por el ténnino de 5 dias a las
partes .. h) Después de un pedido de ampliación por parte del Municipio, el perito se
ratificó en su infonne y por parte de Maria Salvador se dijo que no exisUa observación
alguna al informe, mas no por parte del 1I.1unicipio, el cual el 6 de Mayo alegó error
esencial del infonne presentado por el 1ng Edmundo Gutiérrcz, por lo que el 3 l de
mayo de 1999 se abrió la causa a prueba a fin de que el Municipio probara el enol
esencial alegado sobre el informe periciaL i) A partir del 19 de Julio de 2000 se viene
solicitando que se dicte sentencia., para lo cual el 21 de Febrero de 2002 se presenró un
alegato en derecho por parte de María SalvadO!

l!:stado en que se encuentra: El 4 de Febrero de 2005 y 5 de mayo ele 2006 se solicitó
que se rechazara el supuesto error esencial del informe presentado por 1ng. Gutiérrez y
que alegó la pm1e demandada, sin que hasta la presente fecha el tribunal haya dictado
providencia alguna al respecto

Pese a que han transcurrido más de seis años desde que se solicitó se dicte sentencia, la
Sala no lo ha hecho. No existe razón alguna para tal demora .. Hasta el momento el
proceso se ha encontrado en conocimiento de la justicia ecuatoriana por cerca de ttece
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2.2.2 RecUl'So subjetivo o de plena jurisdicción propnesto en contra del Ministerio
de Gobierno No. 4431

Fecha de present'"lción de \a demanda: 17 de Diciembre de 1997.

Identificación del proceso: Se encuentra en la Segunda SaJa del Tribunal Distrital de lo
Contencioso Administrativo. Juicio No 4431-97 Propuesto en contra del Ministro de
Gobierno en contra del Acuerdo Ministerial 417

Objeto de la demanda: Que se declare la nulidad e ilegalidad del Acuerdo Ministerial
No 417 de 18 de septiembre de 1997 suscrito por el Subsecretario Administrativo,
mediante el cual se deja sin efecto el Acuerdo Ministerial No 408 de 16 de septiembre
de 1997, expedido por el Ministerio de Gobierno que dejaba sin efecto la declaratolia de
utilidad publica. y ocupación inmediata resuelta por el Concejo Cantonal de Quito y que,
por consiguiente, se declare la consecuente nulidad del acto administrativo mediante el
cual se dejó sin efeclo el Acuerdo MinisteriaJ No.. 408 de 16 de septiembre de 1997 En
la demanda se sostiene que el Acuerdo Ministerial No 408 únicamente podía dejarse
sin efecto a través de la acción judicial de lesividad.
Datos ¡'elevantes del proceso: a) El 13 de mayo de 1991 el entonces Concé'io Municipal
de Quito, resolvió declarar de utilidad publica, con fines de expropiación y ocupación
inmediata varios inmuebles con la' finalidad de crear el parque Metropolitano b) El 16
de septiembre de 1997. mediante Acuerdo Ministerial No. 408 el Ministro de Gobierno
dejó sin efecto la declaratoria de utilidad pública y ocupación inmediata, resuelta por el
Concejo dc Quito en sesión de 13 de mayo de 1991 e) El 18 de septiembre de 1997, el
mismo Ministerio dicta el Acuerdo Mini"terial No .. 417 en el cllal se ordenó dejar sin
efecto el Acuerdo Ministerial No.. 408 argumentando que para la expedición de este no
se había contado con los informes legaJes requeIidos. c) CaJificada y contestada la
demanda, se abrió el término de prueba el 14 de Enero de 1999 d) El 13 de Mayo de
1999, se solicitó que pasaran los autos para dictar sentencia, lo cual füe ordenado en
providencia de 1 de Junio de 1999. e) El 9 de Diciembre de 1999 se presentó el
respectivo alegato por parte de Maria Salvador. f) Se presentaron escritos de 19 Julio de
2000, 20 de Julio de 2001, 5 de Julio de 2002, 13 de Octubre de 2003, 12 de EneIO de
2005 y 5 de Mayo de 2006 insistiendo en que se dictara sentencia
Estado en que se eneuentra: En Junio de 1999 se dictó autos para dictar sentencia '0;
desde esa fecha hasta la presente se han presentado escritos insistiendo el despacho, sin
que se lo haya hecho, a pesar de haber transcurrido seis años nueve meses contados a
partir desde que el tribunal tenía la obligación de dictar sentencia 11

2.2.3 Juicio de e"propiaciún propuesto por el MUlIidpio del Distrito :Metropolitano
de Quito No. 1300-%

llecha de presentación la demanda: 17 de julío de 1996
Identificación del proceso: En primer a instancia se radicó la competencia en el Juzgado
Noveno de lo Civil de Pichincha con el No 1300-96.
La demanda se propuso en contra de María Salvador, por SU" pIOpios derechos y como

!) El proceso tiene un total ue apenas 23.4 fojas
10 Es decir se ordenó que el ex-pedíente se entregue a los Mini.stros de la Sala para que procedan a dictar sentencia
11 El expediente tiene apenas J44 fojas.
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Cut adora general de Guillenno Salvador así como de los herederos presuntos y
desconocidos de Guillermo Salvador Chiríboga
Objeto de la litis: El Municipio de Quito solicita se proceda a la expropiación total del
ínmueble signado con el No 108 ubicado en el Sector Bellavista
Datos importantes en la tramitación del proceso: a) El 6 de Junio de 1997. sin que se
hubiera completado la citación de la demanda, tal como se la planteó, se solicitó que se
dejara sin efecto el auto de calificación por cuanto no existía ni existe hasta hoy el
avalúo elaborado por la Dirección Nacional de Avalúos y Catastros ( DINAC)", b) El 4
de septiembre de 1997 el Juez Noveno revocó el auto de ca lificación ordenando. en
efecto que en el ténnino de u'es dias el Municipio presentara el avaluó del inmueble
practicado por la DINAC. Sobre esta resolución por parte del Municipio se planteó
reCUrSO de apelación y de he<:ho los mismos que fueron negados. y sobrc tal negativa se
solicitó la revocatoria y además una aclaración Esto fue resuelto por el juez el 25 de
noviembre de 1997, c) El 17 de Diciembre de 2004 el Dr Danny Moreira, Juez Noveno,
negó la aclaración y revocatoria solicitadas por el Municipio,
En elecLO resolvió con respecto al pedido del MUIÚcipio lo siguiente:
"no han variado losfundamentos que tuvo este Despacho para dictar la providencia de
25 de Noviembre de 1.997, aparte de que la misma es clara e intelegible, por tanlO\e
niega la aclaración solicitada por la parte aCIOta, asi mismo, por improcedente niégase
la revocatoria solicitada"
PosteJiormente el 15 de febrero de 2005, el Juez ratifica el rIÚsmo criterio anteJior, pues
resolvió 'll)e aut05 consta que la aclaración sulicitada por la parte actora se encuentra
resuelta, especialmente en providencia de 19 de Enero del 2.005; por tanto, por
improcedente y extemporánea "iégase la re ,'ocatoria pedida por ésla"
El 12 de Mayo de 2005 el Municipio solicitó que se declarara la nulidad de la
providencia de 4 de septiembre de 1997 en la que se revoca la providencia de
calificación d) El 25 de enero de 2006 el Juez Noveno resolvió declarar la nulidad de
todo lo actuado, auto del cual se interpuso recurso de apelación, e) En consecuencia, la
competencia se radicó en la Primera Sala de lo Civil de la Corte Superior; con fecha 8 de
marzo de 2006 se puso en conocimiento la recepción del proceso f) Después de
realizada la audiencia oral en estrados el II de Julio de 2006 los Ministros de la Primera
Sala de la Corte Superior de Quito decidieron que en virtud de las reglas especificas
aplicables al juicio de expropiación en virtud de que en tal juicio no cabe incidente
alguno y que únicamente sobre la sentencia cabe recurso de apelación, decidieron que el
recurso de apelación había sido indebidamente interpuesto e ilegalmente concedido, y
dispusieron que se devolviera el proceso al juzgado de origen g) Se solicitó la
revocatoria de tal providencia lo que fue negado y notificado el 22 de agosto de 2006
Sobre tal negativa se solicitó una ampliación encaminada a que se eleterminara
especificamente la norma legal en la que conste por qué razón un proceso que concluyó
con un auto inlúbitOlio podía ser revivido posteriormente. h) Finalmente la Sala resolvió
que por cuanto la providencia de 16 de agosto de 2006 se encontraba ejecutoriada la Sala
se veía impedida a emitir pronunciamiento alguno i) El 2 ele Octubre de 2006 el
Juzgado Noveno de lo Civil de Pichincha puso en conocimiento de las partes la
recepción del proceso con la ejecutoria del Superior y posteriormente ordenó que se
confiriera el extracto con la finalidad de citar por la prensa a los herederos presuntos y
desconocidos de Guillenno Salvador y Elvira Clúriboga Las citaciones se realizaron a
mediados de octubre de 2006, j) Las publicaciones de citación por la prensa fueron
agregadas al proceso, El 22 de Noviembre de 2006 se presentó un manifiesto por parte

I~ La Dirección Nacional de Avalu.os y Catastros es Wla entidad del Gobicmo Centr¿ú.. por ello es independiente del
Municipio del Distrito Metropolitllno de QuilO_
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de María Salvador en el que se destacan las inegularidades procesales k) El 28 de
Noviembre de 2006 se dictó una providencia por la que se nombró al Tng José
Robalíno como perito, a lo cual Maria Salvador solicitó revocatoria por cuanto el Arq
Vicente Domínguez habia sido nombrado con anterioridad lo cual fue aceptado
mediante providencia de 22 de diciembre de 2006. 1) El 21 de febrero de 2007 se puso
en conocimiento de las partes el informe presentado por el Arq .. Vicente Dominguez
María Salvador Chriboga pidió que el perito se pronunciara sobre el valor del bosque de
eucalipto existente en el inmueble El Municipio pidió un plazo adicional para dar su
pronunciamiento sobre el informe

Estado en que se encuentra: El 23 de febrero de 2007, como se ha dicho, María
Salvador, con el fin de pronunciarse sobre el informe pericial solicitó que, previamente,
el perito determinara el numero de árboles de eucalipto existentes en el terreno que el
Municipio pretende expropiar, y que adicionalmente establezca el valor del bosque El
Municipio, de Quito, por su parte, pidió un lémúno adicional para dar su
pronunciamiento. El ruez, mediante providencia de 13 de marzo de 2007,dispuso que el
perito Dominguez atendiera en tres días lo solicitado por Maria Salvador, mas nada
ordenó con respecto a la petición del Municipio

2,2.4 RecuJrSo Subjetivo o de Plena Jurisdicción propuesto en contra del
Municipio de Quito No, 1498-95

F echa de la presentación de la demanda: 12 de Junio de 1995

Identificación del proc"",o: Conoció la Segunda Sala del Tribunal Dislrital de lo
Contencioso AdITÚnistrativo No 1 No. de juicio: 1498-95 .. En la Sala de lo Contencioso
Administrativo de la Corte Suprema se tramitó bajo el No 111-2002 La pretensión fue
la de que se declarara la nulidad y consecuente ilegalidad del acto administrativo de la
Comisión de Plarúficación y Nomenclatura del Murúcipio de Quito dictado el 7 de
septiembre de 1994 con el No. 1434, que no dio trámite a un pedido de autorización
para urbanizar una pane del terreno ubicado en BelJavista. La demanda la planteó
Alejandro Ponee Martíne;;:, como mandatario de María Salvador Chiriboga y de su
hermano Guillermo Salvador Chiríboga
Fccha en que concluyó el juicio: El 11 de diciembre de 2002 se rechazó, en sentencia,
el recurso de casación interpuesto y el 17 de marzo de 2003 se amplió el fallo en el
sentido de que la aclara, con posterioridad, podia ejercer las accíones de las cuales se
creyere asistida Posteriormente, el 2 de abril de 2003 se puso en conocimiento por parte
de la Segunda Sala del Tribunal Contencioso Administrativo No 1, la recepción del
proceso y el archivo de la causa. El juicio tomó siete años y seis meses en ser resuelto 13

22 5 Recurso subjetivo o de plena jurisdicción pl"Opuesto en contra del lVIullicipio
del Distrito Metropolitano de Quito No, 2540-96

Fecha de presentación de la demanda: 2 de febrero de 1996

IdentificaciÓn del Proceso: El caso fiJe conocido y resuelto por la Segunda Sala del
Tribunal Distrital No 1 de lo Contencioso Administrativo .. La acción fue propuesta en
contra del acto contenido en el Expediente No 19-96 de 17 de enero de 1996, mediante
el cual el Procurador del Municipio de Quito pretendió dejar sin efecto, el acto
administrativo del Ministro de Gobierno, mediante el cual aceptó, en virtud del silencio

1) El pJoceso tiene :'\R6 fojas
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administrativo la reclamación contra la declaratoria de utilidad publica, con el fin de que
se lo declare nulo e ilegaL
Tanto la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo No. I
como la Corte Suprema de Justicia resolvieron que el acto sobre el cual recayó e! recurso
era un acto no impugnable por la vía judicial, sin precisar la razón por la cual no era
aplicable el Art. XV1ll de la Declaración lvnericana de los Derechos y Deberes del
Hombre.

Fecha en que concluyó el proceso: La sentencia de casaclOn fue dictada el 13 de
febrero de 2001 y notificada el día 20 del mismo mes y año El 15 de mayo el tribunal
inferior notificó la recepción del proceso. Eljuício tardó cinco años en ser resuelto

3 El Derecho Ecuato.iano aplicable al pr'esente caso'·

Los representantes de la señora Maria Salvador Chiriboga hacen suya la exposición
realizada por la Comisión que consta en la demanda presentada ante la Corte.
Adicionalmente a lo expresado por la Comisión, se considera adecuado mencionar
algunos aspectos relevantes sobre el derecho interno del Ecuador

Confomle lo ha señalado la Comisión, la facultad expropiatoria de las entidades de!
sector público nace de la disposición constitucional" según la cual el sector público

H Desde 1991 1 afio en que se declaro la utilidad pública del bien de propIedad de la SCiiOI'3 Maria So.lvadm Chiriboga l

se hall producido refonnas diferentes refonnas legales y constitucionales, Dc hecho. a p(utir del 10 de agosto de
1~98 entró en vigcncia la Constitución Política del Ecuador que fue aprobada pOJ' la Asamblea N<lcional
Constiluyente Por otro parte.. se han producido codificaciones a distintos euerpos legales, entrc ellos el Código de
Procedimienlo CIvil, Ley de Contratación Públi~ Ley de Régimen Municipal entl'C olms" Por la natur<Úezil mism,l
del uctbajo codificador este no ha significado la derogatoria de las nonnns sino simplememe la inclusión de las
rc[onnas aprobadas en el texto lega!,
Leyes como la Ley Orgánica de Administración Financiera )' Control han sido derogadas y sustituidas pOI' nuevos
C\lerpos normativos.. En esta sección se lwee referencia a las nonnas vigentes al momento en que los hechos se han
producido y por lo Lanto se consideran que estas son las normas npHcables" De cua.1qtÚC1' manera., también se
incluyen, con cxpreSe1 referencia a ellas,. Jos normas vigentes en la actualidad

I~ L<l norm;~ se ha lruUltenido prácticamente inalterncla desde la promulg;lción de la Constitución de 1978 (aprobada
medJame Referelldllm en enero de 1918). Originalmcnte en el texto, publicado en el Registro Olidal !lOO de 27 de
1n..''I.120 de 1979, la norIna constaba en el Art 47,Y disponi<llo siguiente:

IIArl,. 47.- Parafines de orden, sccial, el rector prihU.I..:o, mediante el procedimiento JIforma de pago que indique la
l~', pue.de tlucionaliZllT o expropiar, en Sil CL1S0, previa justa indcmlli:zadón, lo.., bienes, derechos y actividades
que paTte.nczcan (1 los otros secJQres, para ~{i' o para cualesquiera de [o,~ demás secto,.e~ meflcioHadn,~·.

Se prohfbe toda confiscación. n

Poste¡-ionnentc luego de que en 1983 se aprobaron varias rcfonnas a la Constitución, en el RO, 761 de 12 de
junio de 1984 se publicó W1S Codlfic:ación de la Constitución Elle::\."Ío del Art. 47 se manlUVo inalterado Así, este fue
el tei\10 Con:;::tilucional vigente a la fecha en que se realizó la dcclaratoria de utilidad pública

E15 de mayo de 1993, en el Registro Oficial 183 se publicó una nueva Condificación de In Consliluci6n La
norma del Art. 47 no fue modificada.

Como consecuencia dc las reformas constitucionales de 1995 y 1996, ella de junio dc 1996 se publicó olra
C()(lificación de 1;~ Constitución En esle te;\.10 aparecen ciertas rcfoanas al anlcrior Art 47, que p¡ls6 a ser el Art 62. En
esta norma se eliminó la referencia a la capacid<:ld de nacionaliz.arbienes:y se incluyó la referencia a las normas
procesales. Asila norma Constitucional dispollÍa:

liArlo 62.- Pa/·afines ,le orden social. determinado,s en. la Le)', el.sedor público, medimtfe el procedimiento y
en los plazos qucH.?ialen las normas procesales, podrá l.!Xpropiar, pn'l'iaju'!ó/a v(JoracióJ1, pago e imlamnir.acióll j /0.'·
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tiene la potestad expropiatoria.

De conformidad con la nonna constitucional vigente a la fecha en que se realizó la
declaratoria de utilidad pública la pOlestad expropiatoria se podía ejercer única y
exclusivamente si precedía Una justa indemnización En otras palabras, el Estado
únicamente podía expropiar una vez indemnizada la persona titular del derecho Por ello,
resulta sencillo concluir que, en ausencia de indemnización, la expropiación se
constituía en un hecho confiscatorio

Posteriormente, debido a las reformas constitucionales de 1995 y 1996, la norma
Constítucional impuso que la expropiación se podia dar únicamente cuando dc manera
previa se había valorado de manera justa, pagado e indemnizado al titular de los
derechos de propiedad, Esta fue, pues, la norma constitucional vigcnte a la fecha en que
el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito presentó su demanda de expropiación
cn contra de Maria y Guillermo Salvador Chíriboga

Tal norma prevé no sólo el derecho al pago por el bien expropiado sino, además, el
derecho a ser indemnizado como una categoria distinta.. Con ello, la Constitución
reconoce que a través del ejercicio de la potestad expropiatoria se produce no sólo una
transferencia dc bienes sino también Un daiío al titular de la propicdad.

La Comisión en la demanda se ha referido también a otras normas internas del Ecuador
y de manera particular a la Ley de Contratación Pública, la misma quc impone para la
adquisición de bienes inmuebles el contar con el avalúo previo de la Dirección Nacional
de Avalúos y Catastros (DINAC), conforme lo disponc el Art. 36 de dicha Ley

La obligatoriedad de cumplimiento de esta norma, es decir el contar can el avaltio previo
de la DINAC, en los procesos expropiatorios ha sido aplicado por las autoridadcs
ecuatorianas Asi inclusive el Procurador General del Estado lo ha reconocido en varios
pronunciamicntos.. De igual manera, en el propio Municipio del Distrito Metropolitano
de Quito se ha sostcnido este mismo criterio

De manera general se puede afumar que el proceso de expropiación, de conformidad
con la Ley Ecuatoriana, tiene dos fases claramente identificables Una primera dc
carácter administrativo, en la que la entidad pública, como lo es el Municipio ele Quito,
toma la decisión de declarar de utilidad pública un bien determinado. En el caso de que
la declaratoria de utilidad pública sea resuelta por un entc Municipal, este acto es
impugnable dentro de tres días ante el Concejo Municipal y en el caso de que la
contestación fuere negativa es posible reclamar contra la misma ante el Ministerio de
Gobierno '"

Mene,,, 'fue: perten~..!zc(ln. (¡ los orros sectores..

Se prohróe toda confiscadón. ,.•

Finalmcnlc~ en 1998 la A.<qJ1lble3 Nacional Constituycnlc aprobó el acmal texto que consta en el An 33~ el
mismo dispone 10 siguiente;

nArt. 33.- Par'a fines de orden ~ocia1 dctcnninf:uJos en la le)', las insHtuciones del EsfmJo, mediante el
procedimiento y en los plazos ,¡ue señalen las nonnas procesaJcs, podrán expropiar, previa justa valon\c..~ión,

pf:tgo e indemnización, los bienes que pertenev:an :l.1 sector pri"ado. Se prohíbe toda connscaci6IL~~

1(\ Véase párrafo 58 de la Demanda de la Comisión Intcmmericana de Derechos Humanos, presentada dentro del
presente caso.
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Adicionalmente, de conformidad con Ley vigente al momento en que se declaró la
utilidad pública del bien de propiedad de la señora María Salvador Chiriboga, los entes
públicos tenían 17 la obligación de contar con el presupuesto suficiente para cumplir las
obligaciones adquiridas 18

La segunda fase en el proceso expropiatorio es el proceso judicial, que debe ser iniciado
exclusivamente en el caso de que no exista acueldo previo entre el propietario del bien y
el ente público expropiante_ 19

Si bien el Código de Procedimiento Civil reconoce el procedimiento que debe sel,'Uir el
juicio de expropiación, que, como lo dispone el Al-t '793 de dicho Código tiene por
"objeto determinar la cantidad que debe pagarse por concepto del precio de la cosa
expropiada", no es menos cierto en que dicho proceso no puede discutirse la
declaratoria de utilidad pública ni ningún otro asunto vinculada con la misma, como pOI
ejemplo la capacidad presupuestaria que tenga el ente expropiante para cumplir con el
pago del precio o por los daños que pueda causar la expropiación al propietario por mÉts
allá de lo que signifique el pago del precio En efecto, el Art_ 794 de la Codificación del
Código de Procedimiento Civil'" vigente a la fecha en que se inició el proceso de
expropiación en contra de la senora Malla Salvador Chitiboga, en su segundo inciso
disponía:
:l La declaracion de utilidad pública u social hecha por las entidades ya indicadas, para proceder Cl la

expropiación de jl1mueble,~~ no podrá ser materia de discwiónjudicial. peru .si en la vla admilli~lrcaiva ..
21

4. Las violadones a la Convenció" Americana sobre Derechos Humanos: los Arts.
21, S, 25, 24, 1.1,2 Y29 de de la Convención han sido violados pOI' la República del
Ecuador.

Es indispensable discutir previamente sobre la conducta estatal en los procedimientos
ante la Comisión, la misma que tiene efectos concretos en el presente procedimiento En

17 Olbe señalar quc la obligación aún se ~nanticncen la legislación vigente en la actualidad
1J.; La Ley Orgánlca de AdJtlinistnlcion Financiera y Control, R.O.. 337 de 16 de mayo de 1977, disponía en el Art. 58

lo siguiente:
llArl. 58._ Requisitos para conIraer compromÍ':!.'o'S y obligaciones..,- Ninguna entidlU/u orga1li...,tlO del sector

público, ni funcionado o sl!71-"Ülor de l~ l1tismos, conlraerá compromisos, celebrará contratos, autorÍtmá n
contraerá obligaciones} t'I'!specto de ,.ec.ur,sosfmanciern~,sin que COllste la I'especti,l.'u a.'lign((ci6n presupue.\'taria JI
si" que haya düponible un saldo su.fu:iente para el pago completo de la obligación correspondiente. ...•

POI oua pane la promulgación de la Ley de Pr¡;:sllpucSlOS del Sector Público, es dccil desde el 30 de
noviembre de 1992, se ha encontrado en vigencia otra norma semejnnte a !(l nntcrior la misma que disponc:

"Arl. 33.- Competen.cia FUlIci<maL-

Ningu.Na enJidad u organismo público podrdn CO"'{TlWT compromisos, celebT"ltr contratoR Ili atltorizar o
contraer- obl~r:aci.<mes, ,.~Ín que conste l..a respectiJ.'a asignación presupue.'it.aria JI exista el saldo tli"!po/lible s1Jjicicme.
los fuTtci01tarios qlle violaren esta disposküJr1. serán tlesfl'trdd.os del puesto y~erfÍn reSpOlt:ftlh/e:" personal .l'
pecuniariamente.. "

19 La Ley de Contratación Pública del Ecu...,dor dispone en el Art. 3G que u .,.En el SUPll.8,'>tO de qllf! no sea posible
1m acuerdo directo erJfre la entidad adquirente y los lluelios del imTw.ehle) se procederá a[juicio de e:xp/'opiadón,
conforme el trámite previ.<ttn, en el CóálfJo de Procedimiento Cj,1i/"". 11

:m Publicada en el Re,bJistro Oficial No. 687 de 18 de mayo de 19R7
1J La nomla no ha sido modificada, En la actualidad la nonna se encuentra en el Aa 78J de la Codificación del

Código de Procedimienlo Civil publi"'lda en el Suplemento al Registro Oficial No. 58 de 12 de julio de 2005
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efecto, el Estado en ninguna de las comunicaciones remitidas a la Comisión ha negado
los hechos alegados como violatorios, por el contrario ha aceptado su existencia Más
aún, el propio Estado luego de la adopción del informe por parte de la Comisión
lnteramericana de Derechos Humanos emitido de conformidad con el Art 50 de la
Convención, reconoció no sólo la existencia de la responsabilidad internacional sino que
además se encontraba en la obligación de cumplir con las recomendaciones contenidas
en dicho informe

En efecto, el Estado a través de la Procuraduría General del Estado en el oficio No 2289
ele 15 de febrero de 2006 dirigido al Secretario Ejecutivo de la Comisión Tnteramcricana
ele Derechos Humanos, afirmé lo siguicnte:

"Cómo es de C01lOcimiemo de lo, Tluslres Comt'iollados, el Gobierno del Ecuador ha
l'enido realizando eifuerzos para dar cumplimienlo a las recomelldaciones cunlenidas
en el ir!forme mencionado lineas arriba,

1,;1 objeto de la presente soltcifUe!, es que el FIlado cuel11e con 7111 plazo adiciollal para
cumplir con las recomendaciones fOI7I1Ulada,l' por la Comisión '" informe 78-05,
emifido de confo17nidad con el Art. 50 de la ('omisión America (,fc) "

Más aún, durante la audiencia celebrada ante la Comisión Tnteramericana de Derechos
Humanos el 20 ele oCnJbre de 2006," el Agente del Estado Ericle Roberts
específicamente afirmó Jo siguiente:

u .el Estado quiere agradecer a la muy ilustre Comisión por la concesiól/ de ella
audiencia que no tiene o()"o oójeto que demowar la huenafe del Estado en cumpli!' con
las importantes recomendaciones emitidas pOlla Comisión." ",

Dicha afirmación evidentemente implica un absoluto reconocimiento de la
responsabilidad internacional del Estado. En efecto, el Estado en dicha afirmación
reconoció que se encuentra en la obligación de cumplir con las recomendaciones de la
Comisión Esta expresión de voluntad del Estado no pueele ser sino interpretada en el
sentido que éste quiso dar, Por ende, el Estaelo en este momento no pueele cambiar de
posición ni negar la responsabilidad internacíonal derivaela ele las violaciones a los
Derechos Humanos en que ha incurrido la República del Ecuador

En este sentido la Corte ha sostenido que:

"Según la práctica internacional cuando una pCllte en IIn litigIO ha adoptado ul/a
erctillld delerminada qlle redunda en beneficio propio o en deterioro de la col1trCII ia, l/O
puede luego, en virtlld del principio del eSloppel, asumÍ! otra conducla que sea
contradictoria con la primera Para la segunda acritlld rige ia regla de non conadit
venire co.ntra.factwn propri1l1n. ",,5

Más aun, la Corte ha sostenido que el prinCIpIO elel estoppe1 resulta aplicable al
reconocimiento de la responsabilidad internacional del Estado..'" Esta es precisamente la

~2 La audiencia fue solicitada por el Estado.
~3 eone lD.TT.~ 0180 Ncira Alegria, Excepciones' Pre/iminarf}~', Senlencia de 1J de diciemhn.! de. 1091, ,,<;erie e Na /3,

pán- 29

N Cfr. Cort(~ 1 DJ-1., Caso Acevedo Jaramillo yOlros "5 Perll. Serie e No 144.. párr 176
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cilcunstancia en la que se encontraría la República del Ecuador si pretendiere
desconocer que ya ha asumido la responsabilidad internacional.

Por otra parte, el Estado se limitó, desde la primera comunicación, a señalar
simplemente que los hechos denunciados no constituian violaciones a la Convención, sin
negar con ello que los mismos fueran verdaderos''. Esta situación inclusive fue recogida
por la propia Comisión en su informe 76/03 al afirmar que entre las alegaciones del
Estado frente a la petición se encontraba la de que·

'~... Ia petición no se refie,e a hechos que cOllstituyan una violación de la Conve/1ción
Americana" (CIDH, Itiforme 76/03, Petició/1 12.054, párr. 4)

Este reconocimiento por parte del Estado, trae como consecuencia que hoy el Estado
frente a la demanda no puede disputar el aspecto fáctico del caso Más aun cuando el
Estado ha expresado durante el trámite ante la Comisión que tiene la intención de
cumplir con el inibnne 78·{).5. El Estado, al determinar su voluntad de cumplir con el
informe indicado, expresamente ha reconocido que los hechos denunciados son
verdaderos por lo que resta únicamente determinar las consecuencias jurídicas de la
expresión de tal voluntad.

Adicionalmente, a lo expresado, si el Estado pretendiere hoy negar esta realidad de su
conducta anterior, debe considerarse que la misma carecerá de todo valor en vÍl1ud del
principio del estoppel Es decir, el Estado, como parte procesal, no puede variar su
posición y, de hacerlo, tal variación no surtirá efectos procesales y se deberá tener como
no enunciada, confonne se ha explicado en los párrafos precedentes

3.1. La República del EcuadoT ha violado los derechos de la seilora Maria
Salvadol' Chiriboga reconocidos en los Articulos 8 y 25 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos.

El Estado de manera expresa ha reconocido la violación en tomo a los derechos
reconocidos en el los Arts.. 8 y 25 de la Convención Americana, pues ha elesatacado que
las deficiencias en el sistema judicial ecuatoriano constituye la causa de la falta de
decisión y determinación de los derechos de la señora María Salvador Chiriboga .. Por lo
tanto, no cabria ya discusión alguna sobre esta violación, pues el Estado reiteó, ellIlante
el trámite ante la Comisión de manera expresa la existencia de "graves problema, que
afectan a la adJ'/Íllistración de ju.,ticia en Lcuador".. (JnjbnTle 76/03, párr .. 25) 26

El reconocimiento por parte del Estado de que los hechos denunciados en torno a la
violación de los Arts. 8 y 25 de la Convención se deben a problemas dentro de la
función judicial ecuatoriana no puede ser sino entendido como una aceptación ele la
responsabilidad del Est.ado en tomo a la violación alegada de los derechos a las garantias
judiciales y a la protección judicial

Sin perjuicio de lo antes indicado se considera adecuado determinar las razones por las
cuales se han producido las violaciones antes indicadas.

15 La posici6n adoptada por el Eslado en cuanto a que los hechos no constimyen violación implica nccesminmcrllc que
los mismos se han dado.. No podria el ESlado argüir en ese sentido sin reconocer la existencia nÚsln.n de los hechos
dCllUllciados .

1/.. Dicha. a.firmación consta en los documentos anexos a la recibida por la Comisión 0122 de septiembre de 199')
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El Art 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone.

11.111'1. 8,- Garantías Judiciales

1 loda pel:\olla tiene derecho a Ser oída, con las debidas garantla' y denllO
de un plazo razonable por "n juez o tribunal competente, ine/ependleme e impcm::lal
establecldo con anterioridad pOI la ley, en la sustanciación de cualquier ael/Yacion
penalfi>rlllulada contla e/In, o para la defel7l1inación de SlIs derecho< y ohligaciolles de
orclen civil, laboral, fiscal O de cualquier Oflo caractel: .. "

Conforme lo ha reconocido esta Corte dicha norma contiene una seria de garantías que
protegen el debido proceso21 Dichas garantías resultan plenamente aplicables tanto a los
procesos de carácter judicial como adminístrativo lS En el presente caso el Est.ado no ha
garantizado de manera plena estos derechos Así, el Estado incurrió en una clara
violación del derecho a las Garantias Judiciales al dejar sin efecto la resolución 408 del
Ministerio de GobienlO que aceptó el recurso adntinistrarivo de apelación propuesto por
la señora María Salvador, en vista de que dicha resolución fue adoprada en violación a
las normas del procedimiento administrativo puesto que el ordenamiento jurídico
ecuatoriano reconoce que este tipo de actos admínistrativos, que resuelven un asunto
venido en apelación, sólo pueden ser modificados, en sede administrat.iva, a través del
recurso de revisión, en el eve11l.o de que éste fuera aplicable a la situación o,
nomlalmente, en sede judicial a través de la acción de Iesividad, en cuya virtud la
administración ha de reeurrir a la jurisdicción contencioso administrativa para que se
declare la ilegalidad de su propio acto, porque le está vedado revocarlo por sí misma '9

De esta manera., sea a través del recurso de revisión, de haber sido éste aplicable, o a
través de la acción de lesividad, se le habría permitido a la señora Salvador ChiIiboga
ejercer el derecho a ser oída.

Es importante destacar que el hecho de que existan procesos judiciales que han durado
cerca de trece años sin ser resueltos constituye una clara violación del derecho a contar
con una decisión judicial dentro de un plazo razonable. Más aún, todos los procesos
iniciados por la Señora Maria Salvador Chiriboga se han extendido indebidamente en el
tiempo. Asi. inclusive los procesos resueltos tomaron entre cinco Y' siete afios en ser'
decididos, Tales demoras;.(1~ que resultan sistemáticas en el Ecuaclor..31constituyen

n efr.. Corte I.D.H, Gm<ulúas Judiciales en Eslado de Emergencia, (Arts. 27.2., 25 Y 8 Conven~ión Alncricana Sobre
Derechos Hum,mos), Opinión Conslll[j"a OC-9/87 dcl6 de octubre de 1987, Ser. A No.. 9, parro 27

" Cfr. Corte LD. H, B.ena Ricardo y otros, Serie C, No_ 72, párr 127
~o;I Vénse declaraciónjur;lI11entada del Dr. Edgar NClra . " ., .
J{} Cabe recordar que la Comisión lntc.ramericana de Derechos Humanos en su pnmer lnfol me ~obr_c la sttnaClOJ1 de los

Derechos Humanos en el Ecuador ex-presó Su preocupación sobre la demora en 1a tI011mtaclón de Jos procesos
judiciales d0 toda indolc En efecto, en dicho informe la CIDH af1In~a q~I~:. . , ,.' , '
''je}nfnrma breve, la itt(017J1ación JI demencias recih;d~,<; por /~ ~O_mlnOI1 mdlcan que entle 1m ab-Hoor!oí mas
\'~r;os estún. primero. demoras generalizndas en todo el slHemajudlclal

Las demora.s en al ...;c;remo judidal, si" embargo, no SOIl exc:!usiVClS de hr; ploc:eSO'i pel1a!e~- A.'a. COlllisi,Ó/~ -'ie I~ ha
infiwmado de personas que hace más de diez o doce aFios pre 'ienTarOIl denuncias en ma/el'la CIVIl ~. adll1!J'ffSlr allva
CUYWi casos siguen -,in teso/ver:,<;e" Onfonne sobre la Sil1lación de lo~' Den~chosHumanos 1::.'11 ell!.c/./odor
OM/Ser L/V/II,% Doc 10 re\' 1.24 abril 1997_ l'apllulo 111.1

I e la COITll'SI'O'll 1111emrneo·.--.na de Derechos Humanos contra el31 En todos los casos sometidos ante a ...oI1e por '-"'<Uf
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mecanismos destinados a impedir el acceso a la justicia n,1 t' 1 C~ '"'1'J v f U' (

;n

,.

Con respecto a la demora en la tramitación de las causas y el derecho a contar con
sentencias dentro de un plazo razonable, esta Corte sostuvo en el caso López Alvarez
contra Honduras" que:

"F;l derecho de acceso a la justicia implica que la solución de la conlrovenia ,le

produzca en liempo razonable";' 11110 demora prolongada puede llegar a COI/,I/illlir, pOI
si mislna, una violación de las garantias judiCiales'" ..

Por ello, en el presente caso, la demoras de hasta ti ece años constituyen por si mismas
violaciones a las garantias judiciales que debió haber gozado la señora Salvador
Chiriboga Más aún cuando la naturaleza de los procesos iniciados por ella, es decir Jos
recursos subjetivos o de plena jurisdicción no han sido procesos complejos ni con
multiplicidad de partes Por el contrario, todos eUos se han referido esencialmente a la
resolución de cuestiones esencialmente de Derecho y con una carga probatoria mínima
Esto inclusive se refleja en el hecho de que ninguno de los expedientes procesales
excede a las 400 fojas. Además" la parte actora en todos los procesos iniciados por ella,
no ha tenido ninguna conducta destinada a retar'dar los juicios ni a obstaculizarlos de
manera que se prolonguen indebidamente, por el contrario en varios de ellos los
abogados de la senara Maria Salvador han solicitado por años, en alguno por cerca de
ocho anos, que la Sala respectiva dicte sentencia, Evidentemente, la demora se ha debido
a la conducta ornisiva de los magistrados

Por ello, se han cumplido los presupuestos reconocidos por la Corte para que dicha
demora pueda ser calificada como imputable al Estado En efecto, esta Honorable Corte
ha sostenido que:
"", Ciertamente el Tribunal ha establecido. respecto al principio del plazo razonable
conte117plado en el artículo 8_ 1 de la Convención Americana, que e,s preciso lOlnar en
clIenta tres e/ementos pcua determinar la razonabilidad del plazo en el que se
desauol!a un proceso:' a) complejidad del asunto, b) actlvldadprocesal del Inleresado y
c) conducta de las autoridades judlclales'j No obstante. la pelünenclo de aplicar eso,
Ires criterios para cleten/linar la razonabilidad del plazo de un proceso depende de la>
circll/1stancias de cada caso'., "37

EcuadOl se ha demando la violación del An.S de la Convención en relación con la violación del pla;;;o razonable,
entre otras violaciones alcgac1"t.<:;, En todos estos C:1..'>OS la Cone a reconocido la existencia de lal violación, 10 cual
conduce sin duda alguna a la conclusión de que existe una violación sistemática del derecho a unjuzgamiento dentro
de un plazo razonable

n Corte TD ,H, ~ C'1SO López Alvarez vs" Honduras._ Serie e No, 141,. Sentencia de 1 de febrero de 2006, pál1 128
efl- Caso Myrna Maele. Cltang. SCJJ1cncia de 25 de septiembre de 2003,. Serie e No. 101. pcílT 209~ Caso Bulacio

Sentencia de 18 dc septiembre dc 2003. Serie e No 100, párr, 114; y Caso HiJaite, Constéllltine y Bcnjamin y otros
Semencia de 21 de jwúo de 2002 .. Serie C No, 94, párrs, 142 a 145

GfT Caso Gal'cía }\,Sto y RamÍJez Rqjas, sentencia de 25 de noviembre de 2005. parr. Hití; Cnso Gómcz Palomino l

scnlencia de 2 de noviembre de 2005, párr. 85; Caso de la Comunidad Moiwana. Senlcncia de 15 de junio de 2005
Serie C No. 124, párr 160.

); Cfr.. Caso Baldeón Gm"CÍfI) sentencia de () de abril de 2006, párr.. 151; Caso López Álvarez, péÍn, 132~ y Caso de-la
M¡tsacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de:: 200G, párr 171

~(, Cfr, Caso de la M.\sacrc dte Pueblo Bello, párr.. 171..
J1 Corte LD.H_ Caso de las Masacres de Imango contra Colombia, Scnrencia dc 1 de julio de 2006, Serie e No. 148

PáIT,. 239
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Conforme se ha explicado anteriormente, en el presente CaSo no existen ci,\a\Jllstanb(¡);,¡
que justifíquen la prolongada demora en la tramitación de las causas ente el Tribunal
Distrital de lo Contencioso Administrativo De hecho, el Estado nunca ha pretendido
justificar las causas de las demoras en los procesos ante tal Tribunal Por ello, resulta
'indudable que se violó el Art 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

Por otra parte también se ha violado el /I.Ji. 25 de la Convención que dispone:

"Art 25. - Protección Judicial

1 Tr.Jda persona tiene derecho a un rec7lrso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso ~fectivo ante los jueces o trihunales competentes, que la ampare contra
actos que violen "us derechos jimdamentales reconocidos por la Constitución, la ley
o la presente Convención, aún cum,do tal violación sea cometida por personas que
actúen en ejercicio de sus.,/iolcione,.., oficiales

2. Los Estados Partes se comprometen

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del
J:..~'tado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tall'ecu/'so.

b) a desarrollar las posibilidadf!~ de recursojudicial, y

c) a garmltizar el c7lmplimiento, por las autoridades competentes, de loda decisicin
en que se haya estimado procedente el recurso "

Desde otra perspectiva, se puede afirmar, sin lugar a duda alguna, que la demora
mencionada en párrafos precedentes, conduce también a una violación del Ali 25 de la
Convención, pues la demora ha permitido que la peticionaria se encuentre privada de
contar con un recurso o recursos, que en la práctica, protejan sus derechos Los recursos
o procesos judiciales, dada la demora existente han demostrado ser ineficaces, lo que en
si configura violación del Art. 25 de la Convención, pues ha privado del derecho a la
protección judicial de la peticionaria

En el presente caso, no se ha cumplido con el deber de blindar la protección judicial, no
sólo por la inexistencia de sentencias que resuelvan todos los conflictos, lo cLlal implica
una ausencia de resoluciones y por lo tanto una negativa per "e de la posibilidad de
poder contar con una resolución justa, sino que además en las sentencias existentes, la
falta de justicia está dada por la falta de pronunciamiento sobre las violaciones alegadas
a los derechos consagrados en la Convención, No resulta justo que el Estado se abstenga
de pronunciarse sobre la alegadas violaciones de Derechos recogidos tanto en la
Convención como en la Declaración Americana. Dicha ausencia de pronunciamiento
constituye una imposibilidad de acceso a la justicia de conformidad con el estándares
previstos en la Convención. En este sentido la Corte ha sostenido lo siguiente:

"339" Al establecer la responsabilidad internaciOlwl del ESlado CO/1 motivo de la
violación a los derechos lmmanos consagrados en los arliculo~ 81 y 25 de la
Convención A,nerical1G, un aspecto SlJ"....tollcial de la contT'over";ia ante la Corte no e~ sí
en el ámbilo inten10 se emitieron sentencia, () .se llegó a acuerdos conciliatol ios por
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responsabilidad administrativa o eil'il de IIn órgano estatal, en relación con la,
liolaciones cO/7/etidas en pe/juicio de las vlctimas de violaciones a los derec!70.'
humano.1 o ,5US familiares, ,ino si 101 procesos internos permitieron que se garantizara
un pleno acceso a la justicia conforme a los e,tándares previstos en la Convención
A nwr¡cand18 ".w

Sin duda alguna, las deficiencias en la administración de justicia y las omisiones en la
conducta de los funcionarios judiciales confi¿,'1llan las violaciones de los derechos
reconocidos en los Arts 8 y 25 de la Convención, sin embargo, revisten tales violaciones
una mayor gravedad, cuando al ser estos los mecanismos creados para la protección de
los derechos resultan ineficaces y además tolerantes de las violaciones a los derechos
humanos que se pretende sean protegidos judicialmente y bajo las garantías del debido
proceso Cabe recordar que la Honorable Corte, en el caso Acosta Calderón contra
Ecuador afirmó que:

"Bajo esla perspecli>'a, se ha seilalado que para que el Estado cumpla con lo di5pueslO
en el citado artÍG7¡{0 25.1 de la Conl'enCÍón //0 basta COIl que los recurso.' existan
formalmente, sino es preciso que sean efectivw'o, es decir, se debe brindar a la per.'O/la
la posibilidad real de interponer un recurso sencillo y rápido que permita alcanza/, en
57/ caso, la protección judicial requerida Asta Corte ha man{fe,tado reife¡-adamellte
que la existencia de esta.s garantías 'constituye uno de los pilares básicos, /lO sólo de la
Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en ul/a wciec!ad
democrática en el .mntido de la Convellción flJ

,. "-'.1]

Además, debe tornarse en cuenta que la falta del plOnunciamiento señalado, también
constituye violación del Derecho establecido en el Art 25 (2)(a),. en cuanto el Estado
no ha cumplido con su deber de "garan/izar que la aulo/idad competente p/ evista por el
sistema legal del lé-stado deádirá sobre los derechm de toda persona que interponga tal
recurso" La falta de pronunciamiento expreso sobre las violaciones a los derechos
reconocidos en la Convención y Declaración Americana, conduce sin duda a que el
Estado sea responsable de la violación del derecho previsto en el Are 25(2)(a)

En el presente caso, los distintos tribunales ecuatorianos no han podido dar una
adecuada protecáón a los derechos de la peticionaria, por lo que han incurrido en
violación de los derechos reconocidos en los Arts 8 y 25 de la Convención

De igual manera, la violación de los derechos antes mencionados se ha dado en virtud de
las decisiones tanto del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo, corno de la
Corte Suprema de Justicia en cuanto señalan que existen actos que por su naturaleza no
son impugnables en sede judicial. Al respecto la Convención no establece Ii mitación
alguna en este sentido y por el contrario se reconoce como una de las garantías la
impugnabilidad y, por lo tanto la protección judicial frente y contra cualquíer acto que

3!f «(j-, Ca,m de la i\4a.mcre de Pueblo BelJo, páXT" 20(); y Caso de la ''¡\1asacre de Alapiripán ",. p(ITT 211.
" Corte ID. H., Caso de las MnS<ICfes de Imango conlra Colombia, párr. 339
411 Cfr. Corte ID H.,Caso Tibi~ Sentencia de Sentencia de 7 de septiembre de 200-1-, Serie e No. 114, pan- 111; Corte

LD H. Caso Mari(7<l Urrutia, Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 párr 117; Corte LD H , Caso
Juan Humbcrto Sánchez. Sentencia de 7 de jUllio de 2003. Serie C No 99, párr 121

" Cfr Corte 1 D H Caso de ¡as HeI1llailllS Serrano Cruz, Sentencia de O1 de marzo de 201J 5. Serie C No. 120 párI 75;.
Caso Tlbi, p(IIT, 13 1; YCaso 19 Comerciantes, Sentencia de 5 de .iulio de 1004 Serie e No 109, pÚO". j 9,

" Cone 1 D H, Caso Aeost" Calderón contra Eeundor, Serie e No t29, Se.meneia de 24 dcjunio de 2005, plÍfr 91
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pueda ser violatolio de los derechos humanos, indistintamente de la naturaleza
doctrinaria o legal que el acto pudiere tener, pues basta que el mismo sea violatario o se
considere como violatorio para que el mismo pueda ser revisado judicialmente PO!
medio de recursos O procedimientos judiciales efectivos y adecuados El aceptar una
tesis contraria significaría aceptar que se puede violar los derechos humanos a través de
los actos considerados como inimpugnables

En el presente caso, los recursos existentes han demostrado ser inadecuados e ineficaces
En efecto, la Corte ha señalado que los recursos son adecuados cuando:

"., Jafimción de esos recursos, dentro del si'ite/llCl del derecho interno, ,ea idónea para
proteger la situación jurídica iJifringida " (Corte l.D.H., Velá.wjuez Rodríguez, Serie e
No. 4, Pán. 64)

En el presente caso, las sentencias dictadas tanto por el Tribunal Distrital de lo
Contencioso Administrativo No 1 como por la CoI1e Suprema de Justicia, concluyen que
existen ciertos actos que no son susceptibles de ser impugnados judicialmente, sin
considerar si los mismos violan o na derechos garantizados en la Convención
Americana Estas decisiones demuestran que los recursos o acciones contenciosas
administrativas resultan inadecuadas para cierto tipo de actos y particularmente para
aquellos que dentro de la legislación interna son de mero trámite, simple administración
o recogen informes y criterios de los funcionarios públicos Claramente, el recurso
subjetivo o de plena jurisdicción (recurso o acción contenciosa administrativa) no es
adecuado para proteger la situación jurídica infTingida .. Por ello, se ha proclucido una
violación del Art 25 de la Convención

De igual manera, la Corte ha sostenido que.

" Un recurso debe ser, además. eficaz, es elecÍ!. capaz de producir el res7J!tado para el
que ha sido concebido" (Corte T.DH. id, parr. 66)

En el presente caso, lodos los recursos propuestos han resultado ineficaces, pues
ninguno ha logrado proteger los derechos consagrados en la Convención ni sc lla
obtenido siquiera un pronunciamiento concreto y claro sobre las violaciones alegadas a
la Convención. Esto inclusive se ha dado en el caso del recurso de amparo que fue
propuesto y resuelto en última instancia por el Tribunal Constitucional Por lo tanto, los
1ecursos que el Estado debió brindar a la peticionaria han carecido de eficacia, lo cual
constituye una violación del Art .. 25 de la Convención

En virtud de lo señalado el Estado ha violado los Arts. 8 Y 25 de In Convención
Americana sobre Derechos Humanos

3 l 2 Violnciones de los Arts. 8 y 25 de la Convención cn tomo al juicio de
expropiación en el que la parte actora es el Municipio del Distrito
Metropolitano de QuilO

Adicionalmente a lo expresado en torno a los procesos iniciados por ¡Vfaría Salvador y
que se tramitan hasta la actualidad ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso
Administrativo No. 1, resulta indispensable referirse a las violaciones relacionadas con
el juicio de expropiación que se tramita ante el Juez Noveno de lo Civil de Pichincha, el
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mismo que se inició en 1996 ante la demanda propuesta por el Municipio d;'1 Distrito
Metropolitano de Quito En este proceso de manera muy clara se han vIOlado los
derechos reconocidos en los Arts 8 y 25 de la Convención Más aún, algunas de las
violaciones se dielOn luego de la adopción del informe sobre el fondo adoptado por la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos

En este proceso se han producido multíples violaciones al debido proceso, En efecto, de
conformidad con la legislación ecuatoriana, para que proceda la calificación inicial de la
demanda se requiere del certificado de avalúo de la Dirección Nacional de Avalúos y
Catastros En vista de que este requisito no se cumplió, el juez de la causa ordenó
originalmente que el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito completara su
demanda'" y presentara este documento, El Municipio optó por no cumplir lo ordenado y
prefirió impugnar la resolución del juez por la vía de la revocatoria El juez en
providencias dictadas en septiembre de 1997 y noviembre de 1997 resolvió negar las
diversas impugnaciones presentadas por el Municipio" Entre esta época y el 12 de
dicicmbre de 2004, el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito presentó varios
escritos insistiendo en los mismos argumentos, es decir sobre la falta de obligatoriedad
de presentar el avalúo de la Dirección Nacional de Avalúos y Catastros, sín que ninguno
sea resuelto En esta última fecha, es decir luego de que habian transcurrido más de siete
anos, el juez ratificó una Vez más su criterio AJlte una solicitud de aclalación,
nuevamente plameada por el ente Municipal, el 19 de enero de 2005, el juez volvió a
ratificar el mismo criterio y adicionalmente señaló "el tiempo por la demora en el
despacitO /lO me es atribuible en mi calidad de juez titular e/l virtud de haber conocido
de la presente causa, reciéfl en fecha 17 de diciembre de 2004 ",

Resulta evidente que entre la fecha de plesentación de la demanda en julio de 1996 y
enero de 2005, existió una clara demora en la tramitación del proceso, imputable
directamente al Estado, pues éste a través del Juez Noveno de lo CivíJ, fue incapaz de
resolver de manera definitiva de manera rápida y oportuna todos los incidentes
propuestos por el Municipio. Esta demora se aprecia de manera concreta cuando tarda
más de siete años en resolver un pedido de aclaratoria Asunto que no es nada complejo,
pues inclusive la providencia en la que se 10 hace, en diciembre de 2004, tiene menos de
diez líneas de extensión. Más aún el Juez Danoy Moreira reconoce tal situación y por
ello señala que la responsabilidad sobre la demora no recae en é1.'" Sin emba.rgo, resulta
evidente que se ha violado con la conducta se,ñalada el Art 8,.1 de la Convención, pues
existió una demora irrazonable en el proceso

Por otra parte, de manera reiterada el Juez Noveno de lo Civil, entre 1997 y 2005,
ratificó la obligación que tiene el Municipio de presentar el avalúo de la Dirección
Nacional de Avaluos y Catastros. Sin embargo, el ente municipal no cumple con lo
ordenado pOI el Juez y durante años continúa insistieodo en el tema, mientras continuaba
ocupando el inmueble pese a que 00 existía orden judicial firme que así le autorizara,
inclusive luego de que en Enero de 2005 el Juez declaró ya resuelto el asunto y por ende
ejecutoriada la providencia, Esta actitud del ente estatal expropiante tu vo como efecto
no sólo la demora en el proceso de expropiación, que se encontraba en la etapa inicial,
sino que, oon ello el propio Municipio mantuvo una apariencia de legalidad en la
ocupación del inmueble declarado de utilidad pública.. De esta manera, se violó de

J~ La orden de eompletnr In demanda suele ser com(m en muchos procesos civiles en el Ecuador cuando el juez
considera que algim requisito no se ha CtUIlplido

4~ Con ello U'ata de señalar Que quienes le precedieron en el cargo son los r-esponsables
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manera expresa el derecho a la protección judicial garantizado en el Art 25 de la
Convención y especialmente la norma del art 25 (2)(c), pues en la práctica no se ejecutó
lo resuelto por el juez~' De esta manera el Estado no cumplió con su deber de
"gmClnti;;ar el cumplimiento, por la> autoridades competentes, de toda decisión ell
que se haya eslimadn procedente e/recurso. "

Sin embargo, la violación del Art 25(2)(c) se dió también por parte del propio Juez
Noveno de lo Civil de Pichincha, quien el 25 de enero de 2006, es decir luego de
adoptado el informe del Art. 50 de la Convención por parte de la Comisión, resolvió
declarar la nulidad de la providencia de 4 de septiembte de 1997 y retomar a la situación
del 24 de septiembre de 1996, es decir ordenar que se citara la demanda a la peticionaria
y ratificar la orden de ocupación inmediata, con lo que se pretende dal legitimidad a los
más de diez años de ocupación del inmueble de propiedad de la señora Salvador
Chiriboga'16 En este semido, el Juez claramente contradijo sus propias decisiones
aIrteriores, cuando se pronunció no sólo ratit1cando la decisión de noviembre de 1997,
sino señalando inclusive que "En lo demás, no hall variado 10s"fundClmenlos que luvo
esle TJespacho pcm:t dictar la providencia de 25 de Noviembre de 199í. aparte de que
la misma es e/ara e intelegible, por tm110 se niega la aclaración ",licilada por la parte
actora, asi mismo, por improcedente niégase la revocatoria solicitada" J7 Esta no fue la
única ocasión en que el Ju= mantuvo este criterio pues lo ratificó el 19 de enero de

15 El efecto de fa ordenado por el Juez era que ante la falla de cUlupJünicnto dc presentar el avalúo de l¡t Dirección
Nacional de Avalúos y Cm..1.stros la demanda debió archivarse. Al mismo tiempo:, no existía Dalen judicial alguna
que autorice la ocupación del predio de propiedad de 13 sellara Maria Salvador ChiJiboga_ Ante el c~cntual mchivo
de la causa el Municipio del Distrito Merrupolitano de Quilo habría tenido que pl'esent.ar nuevameme la demanda,
adjunto el avalúo de la Dirección Nadoual de Avalúos y Catastros.

~<:t En esta provicllcia el juez propio Noveno de 10 Civil afmnó; "Es d~bcr fundamenta! del jU7.gador vcJat PO! que en
la s\1stanci~lción de la causa se cumplan con la.e; solemnidades sustanciales y demús fanualidades establecidas en la
ley. El Art 781 del Estattlto Procesal (,1vi1~ prevé que nndie puede ser privudo de su propiedad míz en virtud de
expropiación" sino" eu eOlúormldad con las disposiciones de esta sección (Sección 19" Del juicio de expropiación);
el Art. 782 Ibidern, detcnninn que el juicio de e~"propiución sólo tiene por objeto detenninar la cantidad que debe
pagarse por conceplo de precio de la cosa e:-""propiadn~ el ArL 785, establece que esta demanda será presentada, entre
otros, por sus rc..qpcctivo pcrsolleros~ que el Art 784 Ibidem,. sefiala que esta se la propondrá y u'aOlitaní nnte el juez
de lo civil SEGUNDO,r el Jm::7-:- debió haber sustanciado el juicio de expropiación de ncuerdo a 10 prescrito en los
articulos 782, 781L 785, 7S8 y 789 del Código de Procedimiento CiviL Y.' por klberJo omiLido" se vicio de nulidad el
proceso; por no observada la tranütaeión legal del n;;:spcClivQ juicio, resulran omitidas las solcnuudades requeridas,
en cada caso" para la legal discusión del asunto o asuntos controvertidos. En la especie, la demanda ha sido
propuesta pO! los señores Alcalde y Procurador Sindico del Municipio Meuopolhano de QuilO, ame el jue;>; de 10
ch;l del lugar donde se encuentra el bien c::\.l'fopiado, en conso11lmcii1. con las normas legales citadns; en tal virtud,
UD tiene nsidero In revoC<ltoria dccretnd'l en auto de cuaUo de septiembre de mil novecientos novcma y siete, en
consecuencia, no se 110 cumplido con el mandaro leg;ll previslo en las citadas disposiciones legales., onüsiótl esta que
i.nfluye en la decisión de la causa para csLa clase de juicios~ así, eIl mérito a 10 que ordenan los ordinal 2" del An.
352. 355 Y !O 14 del Código de Procedimiento 0,;1, se dcclara la llulicL1d de todo lo actu.do a 1,",1ir dc fs 4] de los
autos que contiene la pro,ideneia de 4 de septiembre de 1997, Ins 0&1100, mandando reponer el proceso al eslado de
citarse In demanda en la fonna ordenada en el auto de 24- de septie11lbre de 1996, pues el incidente planleado por la.
co-den:tnndnda Maria Piedad Salvador Chiriboga de FomasinL se rc~olvccl conforme el mandato del Arl 789
fbidcm -"

47 fuzgado Nov¡;:no de lo Civil de Pichincha, Providencia de 17 de diciembre de 2004
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2005,": Así, es evidente que existiendo múltiples pronunciamientos'" en los que se hizo
~l ~n~hsls d~ legalIdad, el juez resolvió /lO considerarlos y alterar CO/l ello la seguridad
JundIca denvada de decisiones anteriores finnes y ejecut.oriadas Esta es una clara
violación del Art .. 25(2)(c) de la Convención, pues las decisiones judiciales no ti.teron
jamás cumplidas ni t.uvieron eficacia alguna .

Es impoItante menciona,.'" que de la providencia de 25 de enero ele 2005 la señora María
Salvador interpuso un recurso de apelación, invocando el Art 25 ele la Convención
A;nericana sobre Derechos Humanos, para ante la Corte Superior de Justicia de Quito.
Dicho recurso fue resuelto por la Primera Sala de la Cone Superior de Justicia de Quito,
la mIsma que el ] 1 de julio de 2006, resolvió que el mism.o "ha sido ilegalmente
intelpuesto e ilegalmente concedido, Sielldo incompetente la Sala para conocer del
indicado recurso". De esta manera la Sala, alegando la existencia de normas que se lo
impedían, se Ilegó a conocer y resolver sobre la violación de los derechos alegados
derivados de la "resurrección" de un proceso que había concluido Esta situación es

48 En esta providencia el jUe7. resolvió lo siguiente: "Vistos los recaudos procesales se dctcrmin<l que: A fs 48 de los
au(os._ el Juez ad"'<luo, en providencia de 23 de Septiembre de 1997, al tenor del mandato contenido en el inciso
primero del ArL g03 del Código de Procedimiento Civil, deniega el recurso de (lpel.ación que interpone el actor, al
<luto de 4 de Sept.iembre de 1997 ; que; con escrito de fs. 49, interpone recurso de hecho mue la negativa del de
apelación;- petitOlio que ha sido proveído mediante providencin de 25 de Septiembre de 1997~ en la cual el juz.gador
con fundamento en ell1umeral Ira" del Art 376 del Código de Procedimiento Civil, deniega el recurso de hecho
.interpuesto, provldcndli de la cual,. con esc11tO de fs_ 53 de los autos, el actor pide ac1nrfltoria~ con 10 cual se ha
con·ido traslado a las partes mediante providencia de 10 de Diciembre de 1997, pendient.e de resolver estos
petitorios, mediante auto de 17 de Febrero de 1993 y que obla de fs" 56, el juzgador se inhibe del conoci miento de la
cnusa y manda remitir 10 actl13do el Tribunal Distrital de lo Confencioso Administrativo, provideuCÍa que es
ratificada mediante la de 16 de MarLO de 1998, en la que se dispone remitir el proceso conforme se encuentra
ordenado en pro,,'idencia amenor (pro"idcncia de 17 de Febrero de 1998) " pronunciamiento sobre el cual., las parles
guardaron silencio, esto es, no emitieron pronunciamiento alguno, qUo:Ulndo en consecuencia, este pIonunCÍanúento
ejecutoriado para las mismas; con escrito de f.s, 66 de los autos, presentado el 7 de Octubre de 19991 piden se
revoque la providencia de 5 de Octubre de 1999 (providencia que ordena conferir copias cenificadas) y se resuelva
el pedido de adarad6n soljcit(lda~más,. con escrito de ís" 61 de los autos, presentado '12 de Noviernbre de 1.999 , In
actora. en lo peltinente, dice: "Con escrito de 7 de Octubre de 1999, la MunicipaJid."ld solicitó que usted senor Jucz
revoque la providencia de 25 de Novie::mbrc de 1997, por la quc negó el Recurso de Hecho interpuest.o por hl entidad
actora dentro de estn <;<lusa, en razón de que no sefialn la disposición legal que lúega eXpreSClnlentc el refcrido
recurso, y resuelva sobre el pedido de aclaración a la providencia de 5 de Ocrubre de 1999" " que el escrito de la
referencia, 7 de Octubre de 1999, en 10 que al.aiic, elice: "Por 10 expucslo., solicitamos que usted seiior Jue%~ revoque
sn providencia de 5 de Octubre de 1999 y resuelva sobre el pedido de ac1amdón conten.ido en los referidos esclÍros,
considerando los criterios emitidos en las referidas resoluciones'" la providencia de 5 de octubre de 1999._ dice:
"Ju7.g11do 9°, De lo Civil ..- Quito, a 5 de Octubre de 1999; las ü9h20IU.- Avoco conocimicnto de la presente causa en
.mi calidad de Juez cncarg~do. mediante oficio No" 1103 del 5 de JuJio del año en eur$(l.. ~Alt."lllo el escrito que
antecede, por secretaria y con notificación contraria confiéranse la copia cenillcada que se solicita ~ Notifí~lucsell~

que lH ¿¡ClOl"a jamás" pidió dCII1.:ro del término respectivo la revocatoria de la providencia de 25 de Noviembre de
1997, pues c1 escnto de fs 53 de los autos contiene un petilorio de aclnrntoria de la citada providencia, la misma que
está com:enida en fundamento a las nounas legales que en ella se citan, esto cs~ el Arl S03 en relación con el Art
376 del Código de Procedimiento Civil, y en base de lo c11o("\l sustento mi providencia de ·17 de DicicmbI·e del 2004,
cuya C\claradón ha solicitado la accionante,. que la revocatOlia solicitada a Ja provIdencia de 5 de octubre de 199Y, ha
sido nega~'~ en tanto en cuanto solamente se refiere a la concesión de copias certific¡ldas, más, el tiempo por la
dernanl en el despacho no me es atribuible en mi cntidad de Juez titular, en "irnld de hClbe.r conocido de la presente
causa, recién en fecha 17 de Diciembre del 2004, coIÚornle aparece de autos, de esta numera dejo aclarada la
providencia solicitnda por la parte adora·:'

4') lnc1uisivc mediante providencias de 15 de febrero de 2005 y I~ dc mayo de 2005, el jucz ratHica las negativas las
insistenles revocatorias propuestas por el Municipio" Así por ejemplo en la providencia de 15 de febrero de 2005
resolvió: "Los escritos que anteceden agréguese al proceso - De <lutos consta que la aC]¡lIación solicitada por la parte
actora se encuentra resuelta, cspecÍuJmentc en providencia de 19 de Enero del 2 005: por tanto, por improcedente y
e;.cremporánca tÚ~g:.t.~ la levocatoria ped..id.1. por ésra.·"

~o Pues el Estado ha sostenido que la dcmo~ en la tramitación de lit eau~, a partir de la adopción del Tnfonne 78/05,
se ha debido a la actividad procesal de la sefiora Salvador Chiribogn.
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claramente contraria a las normas de la Convención, pues esta Corte ha afirmado:

"La Corte estima que una normativa que contenga una prohibición de impugnar lo>
eventuales efectos de su aplicación o intel1Jrefación 110 puede.ser COJ7~'iderada en una
,f;ociedad dmilocrátíca como una limitación válida al derecho a un real y efectivo acceso
a la justicia de lo>' destinatario> de ew normativa, el cual, a la 11lz de lo', artlculo.\ 8 y
25 de la Convención, en relación con 10\' artlculos 1..1 y 2 de la m/l/Jla. 110 puede ser
arbitrarianzente restringido ni reducido o derogado5l

, {In

De esta manera, se puede apreeiar y cone1uir que las violaciones de la República del
Ecuador, en torno al juicio de expropiación, y de manera particular de los Arts. 8 y 25
de la Convención, se han dado desde su inicio y no han dejado de producirse, pues
algunas de tales violaciones se han presentado luego de la adopción del informe 78/05
por parte de la Comisión, pese a que el Estado ha expresado su voluntad de cumplir las
recomendaciones de la Comisión

3 2 La República del Ecuador ha violado el derecho a la Pr'opiedad Privada de la
~eñora María Salvador Chiriboga reconocido en el Artículo 21 de la
Convención Amer'icana sobr'e Derechos Humanos.

Al igual que en el caso de la violación de los Arts 8 y 25 de la Convención, el Estado ha
reconocido que hasta el momento, pese a que han Uanscurrido cerca de 16 afios desde la
declaratoria de utilidad pública y cerca de diez años desde que el Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito ocupó el inmueble de propiedad de la Señora María Salvador,
no ha pagado ningún tipo de indemnización por la expropiación del inmueble Por ello,
es evidente que existe responsabilidad internacional derivada de estos hechos, pues se
han violado las obligaciones que nacen del Art. 21 de la Convención

El Articulo 21 de la Convención Americana dispone lo siguiente:

"i. Toda persona tiene derecho al uso y goce de 5/1S bienes La ley p/lede suhorditlGl lal
u\O y goce al interés social

2.. Ninguna persona puede ser privada dem hielles, excepto medianie el pago de
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de intel és social V en lo; casos y
según lasforr/ws establecidas por la ley

, TUllIo la lisura como cualquier otra fOll1la de e"-l'lotaóón del homble por el hombre
deben ser prohibidas por la Ley"

En el presente caso, no cabe duda que si bien el denominado predio "Batán de
Merizalde", pertenece a la Señora Maria Salvador Chiriboga, este pudo sel objeto de una
declaratoria de utilidad pública con un fin social como lo es la creac.ión de un parque
para la dudad de Quito Sin embargo, tal declaratoria., conforme lo dispone la propia

~l Cfr, en esle sentido" Caso Goibuni y otros, párr" nI; Condición Jurídica y Derechos de Jos Mlgrantcs
Indocumentados. Opinión Consultiva OC-IS/03 de t7 de septiembre dc2003. Serie A No. 18, párr 126; G"r~IlÚas

Judiciales en Estados de Emergencia (ar1s 27.2~ 25 Y 8 Convención Americ<u1U sable Derechos I-Iu.nlílTlOs) Opinión
Consultiva OC~91&7 tlcl6 de ocmbre de 1937. Serie A No., 9

~~ Cene 1DH'
1

Caso Tr.iliajadores Cesados del Congreso vs. Perú, Sente:nciadc 24 de noviembre de 2006, Serie e
No. 158, párr. 119
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Convención debió ajustarse a "las formas establecidas en la ley" De esta mancra, resulta
evidente que para determinar la existencia o nO de la violación del Alt. 21 de la
Convención es indispensable el examinar las formas previstas en la Ley

COlúolme se ha descrito en la sección 3 del presente escrito de conformidad con la. ,
legislación que se encontraba vigente a la fecha de la declaratoria de utilidad pública, e
inclusive con la actual legislación intema, a la expropiación debió precederle el pago e
indemnización por el valor de la propiedad, Esto evidentemente no se ha cumpl ido.
Además, el Municipio debió contar tanto con el presupuesto suficiente para cubrir la
obligación derivada de la expropiación corno con el avalúo previo de la Dirección
Nacional de Avalúos y Catastros. Ninguno de estos dos requisitos se han cumplido
Finalmente, en cuanto a la forma, ante la ausencia de un acuerdo con la propietaria, se
debió haber seguido dentro de un plazo razonable el respectivo juicio de expropiación.
Sin cumplirse con todos estos requisitos, pues este es el alcance para el Ecuador de las
formas establecidas por la ley, el Estado nunca pudo haber ocupado, usado y apropiado
del bien inmueble de la senora Maria Salvador"

Se debe insistir en el presente caso ha existido una ausencia de "las fomlas establecidas
por la ley" como requisito para que proceda la limitación del derecho a la propiedad En
efecto, por una parte, en el Art .. 792 del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano
(primer artículo relativo al proceso del juicio de expropiación) se establece que "naclie
puede scr privado de su propiedad raíz en virtud de expropiación sino de conformidad
con las disposiciones de esta sección"; por otra parte el Art. 804 del mismo Código
determina que:

" l,a sentencia al decretar la expropiaciánfijará 1m linderos de lo expropiado y
el precio Depositado CsTe, se protocolizará la sentencia y se fa inscrIbirá, para que
sirva de titulo de propiedad"

En el presente caso, no se han cumplido con las formas y procedimientos establecidos en
la Ley, pues no exíste siquiera proceso o juicio de expropiación, ya que la acción
propuesta y su tramitación iniciada fue dejada sin efecto por el Juez Noveno de lo
Civil de Pichincha al revocar el auto inicial de dicho proceso, aún cuando el 25 de enero
de 2006, el juez resolvió anular todo lQ actuado para beneficiar la actividad confiscatoria
del Estado, a través del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito Así mismo, es
claro que la falta de proceso impide que se haya dictado sentencia alguna, en la que sc
fije el precio de expropiación, por ello tampoco existe valor pagado y en consecuencia,
no existe título de propiedad en favor del Estado o del Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito. Por ello, la actual tenencia del inmueble de propiedad de la
peticionaria por parte del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito es ilegal y
deviene en una situación confiscatoria En efecto, la Cone Interamericana ha afirmado
que:

"La Corte observa al respecto que cuando U/1 pruceso .Ie ha realizado en
contravención de la ley, también deben considerarse ilegales la.' consee uel1cias
jurldicas que se pretenda derivar de aquél. "5'

:::---------
~). El Estrldo en diversas ocmdoncs ha reconocido que ha eA-pfopiado el bien al extremo de referirse al mismo incluisivc

como propiedad municipal Así por ejemplo durante la audiencia de marzo de 2000 (erróneamente identificHda en los
Anexos de la Comisión como de oclubre de 1999), el representante del Estado afirmo que "es;os leneno!:l son
p¡¡lrimoruo de los eiudad2nos de Quito~ (En 12'45" del ¡¡rchivo 01 Audiencia octubre t999)

,< Cone 1 DH . ()~'o lvcherBronstein, Sentencia de 6 de [ebrelo de 2001, Serie e No 74, pán 1'0
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La violación del derecho a la propiedad, en los términos previstos en la Convención, no
puede realizarse sin considerar' de manera íntegra el Art 21 de la Convención, en
especial al tenor de lo dispuesto en el Art 29 de la Convención, en cuanto ordena:

"'Ninguna disposición de l~ presente Convención puede 'iel' inlerpretada en el
,elllido de:

a) permitir a alguno de los ¡;'slados Parte" grupo () pasona, Sllpr imir el goce y
ejercicio de los derechos y libertades recooocldos en la Convención o limilarlo\ en
mayor medida que la prevista en élla; p} limitar el goce y eiercicio de cualquier
derecho o liberla<! que pueda eslar reconocido de acuerdo con la\ leyes de cualquiera
de los Estados Parles o de acuerdo con otra convención en que sea parte tilia de
dichos listados;".

Resulta indispensable para detenninar la magnitud de las violaciones incurridas por el
Estado, primeramente determiIlar' cual es la naturaleza, alcance y protección del derecho
a la propiedad privada dentro del Sistema, Así, esta Honorable Corte ha sostenido que:

"Los 'bienes' pueden ser definidos como aquellas cosas materiale, apropiable" asi
como todo derecho que pueda formar pane del patrimonio de una penO/m, dicho
concepto comprende todos los mueble~ e illmuebles, lo'i elementos cOlpol'ales e
inco/poralesy cualquier olro objeto i1l1nate/lals/lsceptible de valor, " "

Bajo los parámetros antes indicados no cabe duda por una parte que, efectivamente, la
presunta víctima goza del derecho de propiedad sobre su terreno o predio y que éste,
además, puede ser considerado como un bien por ser una cosa material apropiable que
forma parte del patrimonio de la señora María Salvador Chiriboga. Sin embargo,
también existe el derecho de propiedad sobre el derecho derivado de la falta de uso del
bien desde que se encuentra ocupado por el Municipio del Distrito Metropolitano de
Quito Sin embargo, de la relación de los hechos señalados en la petición inicial, así
como en la descripción realizada por la Comisión y en este mismo escrito, es claro que
la peticionalia no ha podido ejercer ninguno de los atributos del derecho a la propiedad,
debido a la conducta estatal materializada en los actos del Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito,

En este sentido el Estado ha alegado que tal imposibilidad de ejercicio de los derechos se
ha debido a la declaratoria de utilidad pública, con el fin de que el predio forme p0l1e
del denominado Parque MetTopolitano No obstante. ha sido incapaz de cumplir con la
contrapresta,cióll prevista para que el ejercicio de la potestad expropiatoria del Estado
sea lícita, es decir la indernrUzación previa al titular del derecho

Así, si bien el Estado, a través de las autoridades municipales puede limitar el derecho a
la propiedad, a través de la expropiación, confonne lo dispone el An. 21 (2) de la
Convención, no es menoS cierto que la norma ha previsto que tal ejercicio está limitado
por el deber mismo de indemnizar al titular por tal acto El objeto mismo de la
indemnización es el de evitar que el titular Se vea disminuido en sus derechos
patrimoniales, de tal manera, que la indemnización otorgada por el Estado sustituya al

('..aso lvcher Bronstein~, párr. 121
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bien que ha sido expropiado, garantizando con ello que el patrimonio, permanezca
intacto.

Sin embargo, si el Estado ejecuta la expropiación, sin cumplir con el deber simultáneo
de dejar al titular indemne, se configura una clara violación del Art 21 de la
Convención .. Más aún, al darse esta situación, el acto expropiatorio, pierde tal condición
y se torna en un hecho confiscatorio, convirtiéndose de esta manera en una clara
actuación arbitraria del Estado Por ello,

".. Ja <'one 110 debe limitarse a examinar únicamente si se produjo una
desposesión o una expropiación[ormal, lino que debe además comprobar, mós allá de
la apariencia, ellalfue la situación real detrás de la situación denunciada. "56

Conforme se ha señalado de manera reiterada, en el presente caso resulta indudable que
el Estado podJÍa tener la facultad de declarar la utilidad pública del bien inmueble dc
propiedad de la señora Maria Salvador Chiriboga, sin embargo, como lo ha señalado la
Corte es necesario detem'¡nar cual es la situación "real detrás de la situación
denunciada" Si bien el Estado, a través del Municipio de Quito pudo haber ejercido su
potestad expropiatoria, es evidente que tal potestad era y es una quimera , dadas la
claras limitaciones económicas del órgano seccional, pues el Municipio de Quito no se
encontraba ni se encuentra en la posibilidad real, de cumplir con su obligación de pagar
una indemnización justa. Por ello, la cuestión que debe ser resuelta por la Corte radica
en determinar si la potestad estatal expropiatoria puede ser legítimamente ejercida
cuando el Estado se halla impedido, en virtud de sus propias limitaciones
presupuestarias, de cumplir con su deber indemnizatorio de manera justa, por una parte,
y por otra la Corte deberá establecer cual es el alcance y limitación de la expresión
"indemnización justa"57 en los términos previstos por la Convención.. '

En criterio de los representantes de la seiíora María Salvador, debe considerarse como
indemnización justa aquella que le pennita mantener la integridad patrimonial, es decir
que luego de efectuada la expropiación e indemnización, no exista un decremento del
patrimonio. Evidentemente, la detenninación de! valor patrimonial del bien objeto de la
expropiación no puede ser determinado por el ente expropiante, pues al hacerlo tal
determinación se toma arbitraria y destinada a favorecer los intereses de la propia
administración Por ello, la justa valoración del bien debe ser realizada de manera
independienre y ajustada a parámetros reales en los que se considere el valor comercial
del bien en función de su ubicación y considerando de manera comparativa el valor que
tienen en el comercio otros bienes en la misnla zona

Durante los procedimientos ante la Comisión, en particular durante las audiencias, el
Estado ha sostenido que el destino público del bien, es decir la calidad de parque o su
importancia ambiental, modifican el valor del inmueble. En criterio de los representantes
de la señora Salvador Chiriboga, tal criterio es inaceptable en cuanto a la concepción de
justicia en la indemnización, pues bajo tal concepción el derecho quedaría sometido a la
arbitrariedad en el desrulO elegido por el Estado. Si bien csta Corte no se ha pronunciado
sobre este aspecto, si existe jurisprudencia internacional sobre este tema En efecto, en e!
laudo arbitral en el conflicto entre Compañía de Desarrollo de Santa Elena S A Y la
República de Costa Rica, el tribunal sostuvo"·

1fi Caso lvchcr Brollslcin, parr.. 124
:,¡ Lo cual será también determinante para las reparaciones.
ss ICSID~ Case ARB/96/1. Maltcr of Arbitration bctwccn Compai\Í(l de Desarrollo de Santa Elena S,A nud the
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De igual manera, la existencia o asignaclOn de un valor o precio que no satisfaga los
criterios de dejar al individuo libre de daño y con su patrimonio, al menos
conceptualmente intacto, conduce también a una violación del derecho de propiedad
Más grave aun resulta la situación en la quc el Estado o cualquier ente estatal como lo es
el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, se abstiene de tomar las medidas
minimas necesarias para garantizar este derecho y, por el contrario, valiéndose de tal
omisión obtiene la ocupación y uso de un bien perteneciente a un lercero sin procurar
los medios necesarios para satisfacer la obligación de indemnización y con conocimiento
cierto de su incapacidad real de procurar los mismos, pues en este caso el hecho
constituye claramente violación de las obligaciones internacionales del Estado

Conforme se ha explicado, ninguno de los presupuestos constitucionales se han
cumplido, pues no ha existido valoración justa ni pago ni indemnización En
consecuencia, no cabe sino concluir que en el presente caso la privación de la propiedad,
que de Jacto se ha producido no es compatible con los presupuestos previstos en la
Convención Por ello, la actual tenencia del inmueble de propiedad de la peticionaria en
la que se encuentra el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito es ilegal y deviene
en una situación confiscatoria En efecto, la Corte lnteramericana ha afirmado que,

"La COI le ob,~erva al re..\pecto que cuando un p,.oce,so ,\'€ ha realizado en contravención
de la lev, también deben cOTlsiderane ilegales las consecuencias jurídicas que se
pretenda derivar de aquél, "'9

Por otra parte, resulta indispensable analizar el alcance que debe tener el concepto de
una indemnización en el marco de la Convención, Para ello debe tomm'se en cuenta que
la Convención en el Art, 29 establece que ninguna disposición puede ser interpr etada cn
el sentido de restringir o limitar alguno de los derechos previstos en ella en mayor
medida que las limitaciones establecidas en la Convención, Así, el derecho a una
indemnización justa no puede tener otro alcance ni estar limitado en mayor medí da que
lo establecido por la propia Convención.. En este sentido, cabe recordar que Ja justa
indemnización deberá estar estrechamente vinculado con el derecho a la propiedad del
cual el Estado despoja al individuo en virtud de la utilidad publica o del interés social

En el presente caso, el Estado, a través del Municipio del Distrito Metropolitano de
Quito, ha dejado de respetar y garantizar el libre y eficaz goce del derecho de propiedad
de la peticionaria En efecto, desde hace más de cerca de doce años el Municipio
señalado ha impedido el uso y del bien de propieda.d de la señora María Salvador y por

Rcpublic of Costa gica. párr 71
59 Ü150 lvcher Bronstein. párr 130
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Disc"iminllción en el ejer'cicio .y goce del del'echo de propiedad

otra se ha abstenido de cumplir con el deber de indemnizar con una justa compensación
por la privación de la propiedad .. Estas conductas, por una parte activa y luego omisiva
generan la responsabilidad internacional del Estado derivada de la violación del Alt 21
de la Convención Americana sobre Derechos J:Iumanos en relación con el Art 29

,\¡\{,11",~}
,) \~, ~.1 j~ t, ~,

Adicionalmente a lo antes expresado, el problema toma una dirección distinta, en cuanto
al alcance y extensión de la violación del Art 21 de la Convención, cuando se considera
que la violación del tal derecho condujo tambien a la violación del derecho a la igualdad
garantizado en el Art. 24 de la Convención

En efecto, el Municipio de Quito (hoy denominado Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito), concedió a los propietarios de un predio colindante, con aquel
de la señora Salvador Chiriboga, una autorización (a través de la modificación de una
ordenanza) para urbanizar una zona inicialmente destinada al Parque Metropolitano La
autorización se relaciona con la urbanización "Jardines del Batán" de propiedad de Llna
o más compañías denominada "Mercantil Urbana" ylo "Inversiones Internacionales"

La antes mencionada autorización o modificación, que benefició de manera directa El la
familia Jsaías Mahuad (propietarios de las compaüías) fue otorgada la víspera de que el
Concejo Municipal de Quito, dictara la ordenanza por la cual se creo el Parque
Metropolitano Evidentemente al momento de dictarse esta segunda ordenanza se
excluyó de los límites del parque a la propiedad antes indicada. Cabe destacar que pese
El que se demandó ante la justicia el que se conceda a la peticionaria un trato idéntico, es
decir que se le permita urbanizar en las condiciones previstas para sus vecinos, el
Municipio de Quito, emitió un informe en el que se consideró que el pedido no procedia
Conforme, se indicó anteriormente, este acto fue objeto de Llna acción contenciosa
administrativa ya descrita, que terminó con la expresión judicial de que tal acto no era
impugnable.

Conforme consta, en los documentos que se acompanan como anexos, aparece con todo
claridad la manera en la que el Municipio de Quito ha discriminado a la senora Maria
Salvador. En efecto, en los planos, se aprecia una clara irregularidad en los bordes o
límites del parque en el sector correspondiente a [a que fue propiedad de Mcrcantil
Urbana o Urb .. Jardines del Batán..

Sin duda alguna, resulta indispensable el analizar si esta conducta del Estado es
compatible con la Convención Americana. Al respecto, cabe recordar que el principio de
igualdad y no discriminación se halla reconocido en la Convención En relación con este
principio, la Corte ha sostenido que:

"[IJa noción de igualdad s'e de~prel1de directamente de la unidad de naturaleza del
género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frellle a la cual
es incompatihle lada situación que, por considerar \'uperior a un determinado grupo.
conduzca a tratarlo con pti\>lfegio; ,.. No es admisible crear diferencias de tratamiento
entre seres IUlInanos que no se con-espondall con su única e idéntica nafutalezoft(i()(

Corle 1 D..H. OC-18, párr 91.: Condición jurídica y derechos humanos dcllúflo, OC 17, pán 47; YOpinión
Consulúva üC-4, párr 57
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Además la COlte ha afirmado que:

"El principio de igualdad y 110 discriminación posee IIn carácter fundamental para la
~alvag1iardTa de los derechos humanos fanto ell el derecho internaciollal como ell el
interno, Por cOI1\'iguiente, los E:sTado~ tiellen la obligación de 110 inttoducir en ,\11

ordeHa711iento JUJídico regulaciones discriminatorias, de eliminal de dicho
ordenamiento las regulaciones de cm'ócter di,cril11illatorio y de comhatir las prácticas
discrÍTn;naforiQ..\". f/()J o', ! \ (¡ , " H

¡l \} \1 J i tr
En el presente caso, se ha dado un claro acto de discriminación destinado a perjudicar a
la peticionaria en cuanto no se le ha permitido ejercer su derecho a la propiedad en
condiciones idénticas a las que se le concedió al o los propietarios de un predio
colíndante, Así, encontrándose en idéntica situación de hecho, a la peticionaria como
titular del derecho de propiedad sobre su terreno, se le dio un trato diferente que
responde a "fines m'bitrarios, caprichosos, despóticos " que de alguna manera
repugnen a la esencial unidad y dignidad de la naTuraleza humana" , lo cual configura
con claridad la violación del principio de igualdad y no discriminación, protegido en el
Art 24 de la Convención, en relación con el ejercicio del derecho a la propiedad
privada

Así mismo, se ha producido una violación del derecho a la igualdad en cuanto el Estado,
a diferencia de las demás personas en cuya contra se ordena la declaración de utilidad
pública de sus bienes, se abstuvo de conceder a la peticionaria y a su hermano el derecho
a contar con un proceso judicial dentro de un plazo razonable en el que puedan ser
escuchados para la determinación de sus derechos La falta de plotección judicial,
reconocida además por parte del Estado, condujo a colocar a la peticionrrria en una
posición inferior a la de las demás personas en similar condición de hecho Sin embargo,
resulta importante destacar que esta condición particular, se debió no sólo a la existe de
una práctica sistemática de violación al derecho al debido proceso, sino que por el
contrario respondió a la imposibilidad real del Estado de cumplir con sus obligaciones
de indenulizar de nlr:lllera justa.

En virtud de lo señalado, se considera que la Corte debe reconocer que se ha producido
una violación del Art 24 en relación con el libre y eficaz ejercicio del derecho a la
propiedad gar811tizado en el Art. 21 de la Convención

3.3. La República <lel Ecuador ha violado las obligaciones determinadas en los
Arts. 1.1,2 Y 29 de la Convención Amedcana sobr'e Derechos Humanos.

El sistema de protección previsto en la Convención ha incluido de manera expresa.
obligaciones de carácter general que deben ser cumplidas por el Estado. Tales
obligaciones se encuentran en cualquier caso directamente relacionadas con los
derechos que de manera particular deben ser respetados por los Estados En criterio de
los representantes de la señora Salvador Chíriboga, las normas contenidas en los Arts
I 1, 2 y 29 de la Convención contienen tales obligaciones de carácter general y pOI ende
la violación de los derechos que se ha argumentado en las secciones precedentes
implican, más allá de la violación directa de tales normas un incumplimiento de las
obligaciones de carácter general

Corre 1 D!l, OC-18, 1'''17'. 88
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En efecto, la Corte ha sostenido de manera reiterada este principio en cuanto a la
violación de los Arts l. I Y2 de la Convención, es decir frente a la obligación del Estado
de respetar los derechos y la obligación de adoptar disposiciones de Derecho Interno
Sin embargo, debería también incluirse las obligaciones relativas a los deberes sobre la
interpretación y aplicación de las normas convencionales

3.2.1 Violación de la obligación de adoptar Disposiciones de Derecho Interno

El Art. 2 de la Convención Americana dispone que: '.iOO!7!
" Si e.n el ejercicio de los derechos J.' liherrades mencionados en el (lJ'[jculo 1 no e .ítuviere ..va garantIzado
por d¡~po5iciones legislativas o de otro carácter. los Estado, pones de se comprometen a adopTar con
mreglo a sus procedimientos consfituciunaley O.V a 10<; di$po>;idones de esta rQllvención, la}, medida.s
I",¡;is/alivas o de arra cartú':'e, que fueren necesal'Ías para hacer efectivos rales derechos y /ib{;Tlades tl

ConfOtllle se señaló en la petición inicial, el Ecuador mantiene vigente la norma del
segundo inciso del Art 783 del Código de Procedimiento Civil ñ

" que dispone'

"l,a declaraciÓn de utilidadpública o social hecha por 1m entidades ya indicadas, para
proceder a la expropiación de il11nue!Jlej. no podrá ser mil/ería de dí,el"i"n jndicial,
pero sí en la vía adJn/nislrativa"

La restricción impuesta por el Art. 783 63 del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano
contraviene expresamente lo señalado en los Arts 8 y 25 de la Convención, en cuanto el
primero garantiza la discusión judicial, bajo las reglas del debido proceso, de todos los
derechos de la persona y en todos las áreas .. Por ello, al impedir la discusión judicial de
la declaratoria de utilidad pública impone llna restricción indebida al ejercicio del
derecho previsto en el Art. 8.1 de la Convención

De igual manera, la norma antes indicada viola el derecho a la protección judicial
previsto en el Art. 25, en cuanto este garantiza el derecho a recursos judiciales que le
protejan contra violaciones a los derechos consagrados en la Ley, la Constitución o la
Convención. Al establecerse la restricción señalada se priva a las personas de la
posibilidad de protegerse judicialmente de declaratorias de utilidad publica ilegales o
ilegítimas que afecten los derechos reconocidos en la Ley, la Constitución o la
Convención

La Honorable Corte, en relación con la violación de la obligación contenida en el Art 2
de la Convención ha resuelto que:

"... el deber general del Ejtado, estahlecido en el articulo 2 de la Cmll'enti611,
incluye la adopción de medidas para suprimir las nonTlas y prácticas de cualquier
naturaleza que impliquen una violación a las garc1Iltias previstas en la Convención, mí
CO/110 la expedición de nonTla' y el demrrollo de prácticas conducente I a la
observancia efectiva de dicha, garantías.

87 En el derecho de gentes, una Ilorma consuetudinaria presCl ibe que 1I/J

E~,tado que ha ratificado un tratado de derecho~ humanos debe introducir en su de/echo
interno las modificaciones nece,arias paJa asegurar el fiel cumplimiento de 1m

ti1 eádificaclón vigente. corresponde al Art. 794 de la Codificación de 1987
" Id.
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ohligacú)nes asumidas, E,sta nonna es univer.\-almente aceptada, con re.spaldo
)urilpn,dencial. '" La Convención Americana establece la obligación general de cada
l:..slacfo Parle de adecuar su derecho imemo a laS' di 'posiciones de dicha Convención,
para garalZtizar los derechos en ella consa;;rados. Esle deber general del E,tado Parte
implica que las medidas de derecho imemo han de 'el' efectivas (principio dei eflcl
ulile). ESlolignifica que el Estado ha de adoptar todas las medidas para que lo
establecido en la Convención sea efectivamente cumplido en su ordenmniemojutIdico
interno, tal como lo requiere el artículo 2 de la Convención. Dichas medida, sólo SO/7

efectivas cuando el li'slado adapta 'iu aCluoción a la 170nnativa de protección de la
CO/l):ención ,. "(,5 n ¡ ~ (1 1 ¡",' 6)

lP~, '.1.f(=

Adicionalmente. la Corte en el caso Suález Rosero, sostuvo que la existencia de una
norma que contravenga a la Convención más allá de que haya sido aplicada o no 01 caso
concreto conduce a la violación del Art 2 "G

En el presente caso la existencia de normas que no se adecuan a las disposiciones de la
Convención conduce per se a la violación de la misma. Sin embargo el hecho de que el
Estado no haya tomado las medidas necesarias para adecuar su legislación a la
Convención constituye otm fonna de violación de la misma nonna De esta manera
resulta claro que la ausencia de una voluntad estatal de modificar la legislación es una
violación de la Convención.

La obligación contenida en el Art 2 de la Convención, no sólo incluye el deber de
analizar la "convencionalidad" de las nonnas, conforme lo ha reconocido la Corte,;7 En
el presente caso no sólo ha existido una ausencia total de dicho análisis üente a la norma
citada del Código de Procedimiento Civil, sino que, además en todas aquellas
actuaciones de los jueces y magistrados en las que se abstuvieron de aplicar las normaS
de la Convención, comO por ejemplo cuando afirmaron la inimpugnabilidad por la via
judicial de ciertos actos de la administración,

En virtud de lo señalado, la República del Ecuador ha violado la obligación reconocida
en el A.1 2 de la Convención.

3.2 Violación del Arl. 1.1 lIe la Convención Americanlll

El Art. 1 1 de la Convención Americana dispone:

"Los F-slado.y Parles en esta Convención se comprOmef({J7 f1 respetar los derecho" .v lioertades
reconocidos en (;,'/./a y a garantizar SU Ubre y pleno ejercicio a toda persona que esré sO/fleta aYII
júri:sdicc:ión, ,in discriminación alguna por motivos de raza, color .:.exo, idioma, religiól1, opinioTH:.'~

polftje(]s Ode cualquier ofra indo!e, oriRen nacional o .sodal, pO"ición económica, nacimiento o cl1a/quier
otra cundición social."

De acuerdo a lo señalado en la petición inicial y confom1e se desprende de la reiterada
jurisprudencia de la. Corte y de las resoluciones de la propia Comisión, al existir
violaciones a la Convención de manera directa se viola. también el Art 1 1 de la

cfr, "principe allant: de so;'"; Ecl1enge des populac!ons grecques et turques, avis consurlatíf, 1925/ e P J I,
série B, no" 10, p_ 20; Y Caso Durand y Ugarre. supra nota 20, párr, 136.

r,,' Corte LD. H. Caso La Ullhna Tentación de Cñsto contra Chile" Sentencia de ... "' Serie e No. 73, párrs.. SS, 87
¡.l. CfL Cm1e TDH" Caso Suárc.zRoSC1"o conl.raEcuador, Scnlcn~ia de 12 de no\>;embre de [997, Serie e No 35, párr

98
(>7 Cfr Caso de las rvlasacres de llu:mgo co.olr3 Colombia,. párr 128
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Conver;ción, .. pues el Estado ha dejado de cumplir con su deber de garantizar el libre y
pleno eJerclclo de los derechos reconocidos en la Convención

En el pr~sente caso, de acuerdo a lo indicado anteriormente, por existir un
reconOClmlento del Estado de que se hall producido violaciones a la Convención no
cabe duda alguna de que se ha violado el Art 1,,1 de la Convención

.3,3 Violación del Art 29 de la Convención Americana

El Art 29 de la Convención dispone:

Arl. 29.- Normas de Interpretación

;';;'('1 ~ ~;
•./ ',r l .. j... ¡ d

Ninguna disposición de la pleSel1te Convención puede ,Iel intel]JI'etada en el
sentido de:

a) permilil a alguno de los Estados Partes, gnpo o pe! ¡ona, suprllmr el goce )i

ejercicio de lo.., derechos y libertades reconocidos el1 la Convención o limitarlos en
mayor medida que la prevista el1 él1a; b) limitar el goce y ejercicio de cualquia
derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera
de 105 listados Partes o de acuerdo con otra convención el1 que ,ea parte U/lO de
dicho> Estados;

c) excluir otros derechos y ¡¡arantias que SO/'l inherentes al ser hUIII<I110 o que 5e
derivan de laforma democrática represel1laliva de gobierno, y

ti) excluir o !imitar el '!feclo que puedan producir la Declaración Americana de
Derechos y neberes del Hombre y otros aclos jntenlaciol1ale~ de la lI1i~lI1a

naturaleza..

En el presente caso, se ha producido una violación de esta nOlUla a través de las
conductas señaladas en el presente escrito pues al haber incurrido en las violaciones
seflaladas en las secciones precedentes, el Estado ha realizado, de facto, una
interpretación de las normas de la Convención en un sentido que ha conducido a una
limitación y supresión de los derechos en mayor medida que la prevista en la propia
Convención Esto resulta aún más claro cuando se considera que el Estado en un inicio
afirmó que los hechos denunciados no constituían violación alguna de la Convencíón

4. La Rcpública del Ecuador ticne la obligación de r'cparar a la seflo.'a María
Salvado.' Chiriboga por las violaciones a sus derechos humanos; pr'etensiones en
materia de reparaciones y costas.

Conforme se ha seflalado, el Estado ecuatoriano ha ejecutado la declaración de utilidad
pública sobre el inmueble de propiedad de la seiiora Maria Salvador Chiriboga Además,
ha ocupado el inmueble que en el actualidad es parte del denominado "Parque
Metropolitano", Para ello, también se ha valido del sistema judicial que ha sido incapaz
de conceder una protección adecuada, eficaz y oportuna

Evidentemente, según lo expresado en las secciones precedentes, el .Estado o los

35
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gobiernos seccionales, como lo es el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito,
tlenen la facul.t~d de ~ro~er .a la expropiación de los bienes de los particulares por
razones de utthdad publica, sm embargo, conforme lo prevé la Convención, dicha
expropiación debe ir acompañada de la indemnización respectiva. Conforme se ha
descrito en este mismo escrito, este eS uno de los deberes no cumplidos por el Estado
que ha dado origen precisamente a la violación de la Convención Americana

El Are 63 de la Convención dispone:

"Art. 63·,

1.. Cuando decida que hubo violación de un de/echo o libertad protegidos en esla
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho
(f liberlad conclllcad(fs, Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente. que se reparen
las consecuencias de la medida o situación que ha conjigurado la vulneración de
e)O.', derechos y elpago de una justa indemnización a la parte lesionada. "

En el presente caso, la violación del derecho a la propiedad, conforme se ha discutido,
se ha producido por la ausencia de un "indemnización justa" en los términos previstos en
el Art. 21 de la Convención. Para reparar esta violación, el Estado se encuentra en el
deber de reinstaurar el derecho previsto en la Convención, conforme 10 dispone el Art
63 de la Convención, es decir el "goce del derecho conculcado", en el presente caso el
derecho conculcado es el de la indemnización prevista en el Art 21 (2) de la
Convención, o sea el de gozar del derecho a la "indemnización justa".

Confomle se discutió antes, el alcance de una indemnización justa implica
necesariamente que no exista ninguna forma de detrimento patrimonial, de tal manera
que el valor indemnizatorio sea de idéntico valor al bien expropiado que ha salido del
patrimonio de la persona titular del bien De esta manera, se mantiene equilibrio entre la
potestad expropiatoria del Esrado y el derecho individual a la propiedad de la persona Si
no se mantienen estos elementos, la indemnización deja de ser justa

E.n este sentido la Corte ha sostenido que:

..181. Las reparacíones,on medida, que tienden a hacer desaparecer los
efecto, de {a5 violaciones cometidas. Su naturaleza y .S7J monto dependen de las
caracterlslicas de la violación y del dalla ocasionado en los planos material e
inmaterial. No pueden implicar enriquecimientu 17/ errlpobrecimienfo para la victima ()
sus sucesores. y deben guoJ'dar relación con las violaciones dec/madas en la
Sentencia' 6S

En el caso concreto, la indemnización justa debe necesariamente rcpresentar el valo!
que tienen el bien cxpropiado, es decir el valor del terreno.. Para efectos de la
deternunación de este valor justo, debe tomarse en cuenta parámetros reales, es decir el
valor que en la realidad tiene una propiedad de las caracteristicas del bien expropiado,
para lo cual deberia tomarse como referencia el valor de otros inmuebles en la misma

(ol> Cone LD B.o, Caso López Alvarcz COlilla Honduras" Sentencia de 1 de febrero de 2006, párr- Este principio en
cltalql1ier C(lW ha sido reconocido de manera general en toda lajmispl11dencia de la Coric, Asi~ en el caso Garrido
Baigorrioa contra Argentina (R,eparaciones). en In sentencia de 27 de agosto de 1998. Yl1 SE: rcsovi6 en aplicación de
este principio
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En este sentido la Corte ha afirmado;

zona o sector Evidentemente, al referirse a caracteristicas, deben ser consideradas
aquellas no relacionadas o derivadas de la expropiación.

Al mismo tiempo, debe considerarse como un elemento importante para determinar el
valor justo que él no constituya un mecanismo que, de alguna manera, pueda conducir
a un enriquecimiento o empobreciemielllo del titular, como lo ha afirmado la COlte. Es
decir, la justa indemnización, segUn el alcance de la propia jurisprudencia de la COlte,
debe permitir que se mantenga la integridad del patrimonio exclusivamente

,', ." ('j.~ r,
'(J i; .

'La reparación del dalla ocasionado pUl' la infracción de una obligación internacional
requiere la plena restitución (restitutio in illlegrum), que consiste en el re.ltablecimienro
de la situación anterior, y la reparación de las cOl7lecuencias que la infracción prodUJO,
asi como el pago de ul1a indemnización como compensación pOI los danos
ocasionado<,-' (jI)

En el caso de violación del derecho a la propiedad, el "restablecimiel1to de la Ii!uación
anterior" podria tener dos claras perspectivas. Así, en el caso de que la violación se
diera como consecuencia de una privación de la propiedad en la que no exísta un interés
público legitimo, el deber estatal seria el de restituir el bien a su legítimo titular 70 La
segunda se dada frente al evento de que la violación se presentare como consecuencia de
una expropiación legítima en la que no se ha cumplido con el deber de conceder una
':iusta indemnización ". Esta es precisamente la situación de la señora María Salvador7l

En el primer caso, no existe ni aún el interés social o pública para privar del bien. Por
ello se ha de restituir el bien a su titular En el segundo caso, en cambio, hay un interés
público o social legitimo, pero, como en esta situación, no se otorga, previamente, la
justa indemnización. La peticionaria reConoce que, en su caso, hay un interés público de
la ciudad de Quito de destinar su inmueble a un parque de uso público, en beneficio de
lodos los habitantes Sin embargo, no ha existido la justa indemnizacióll, a pesar de la
privación de la tenencia del inmueble desde la declaratoria de utilidad pública

La exacta determinación de una "'justa indemnización" cuando se trata de violación al
derecho a la propiedad resulta relativamente sencilla, pues a diferencia de otros
derechos, la propiedad por ser un derecho de carácter esencialmente patrimonial, se
cncuentra sujeta a una valoración económica más o menos exacta. Asi, por ejemplo
cuando se ha discutido en otros foros este tema se ha sostenido que la valoración se debe
realizar' en función de un "justo valor de mercado"" es decir aquel que "un comprador se
encuentre dispuesto a pagar a un vendedor y que este se encuentre dispuesto a recibir""
Otra fórmula para detemünar la justa indcmnización, seria el valor necesario para
adquirir otro bien de similares car ácteristicas a aquel expropiado7" Bajo tales

lj!l Caso lvcher Bronsteinl pMr 178
70 En el caso Ivcher Brollstein esta fiJe la siruacióIL, pues a la vicul1la se le privó arbiIra.r1llmCme de la propiedad sin que

exista una causa de utilidad o jntcrés público" El presente caso se diferencia de aquel precisamente en esto.
'/1 No cabe duda que el destino de la propiedad para un parque para la ciudad de Quito es W13 causa de ulilidact publica,

conforme se ha reconocido de maneraconst<mtc por pl'.u1c de 1n presunta vlctima.
" Cfr Compaília de Desarrollo de Santa Elena SA v. The Republic 01' Costa Rica. párr Párrs (,9, 73; Tr3ll-US Clairns

Tribunal, Plrilips Peuolenm Co, Iran v.. lraIt, 21lRAN"U.S .. C.TR.-79, púrr. 10G
7J Cfi id. : Legal Treatment of Foreign Inveslment: The WoIld B,m1c Gnidclines, TV. Exproptiation and unllatcnl1

llllcraúons or tcnuination of contracts

7~ Responde esencialmente a la pregunta ¿cuál es el valor que se requiere contar para adquilir un bien de similares
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presupuestos no resulta complicado determinar el valor que por justa indemnización
debe recibir del Estado la señora María Salvador Chiriboga

" JI f\ 1 ,", l'.\I i¡ \J -'- ( \}
Si se toma en cuenta tales valores, y se obtiene un valor promedio entre todas las
evaluaciones que constan de los documentos que se acompañan, podría. concluirse que
el valor comercial promedio, es decir aquel por el cual se realizan negocios en la zOna en
la que se encuentra e! bien expropiado, es de US$ 332 por metro cuadrado de ten'eno
Sin embargo, tales valores corresponden a terrenos urbanizados, esto es habilitados pa.ra
que en ellos se construyan viviendas, por contar ya con calles y servicios basicos, por lo
que dicho valor se considera debe ser reducido a un tercio dados los costos que existen
en tal proceso Bajo tales consideraciones se estima que un valor justo, que debería
servir como elemcnto para establecer la justa indemnización no debe ser inferior a US$
110,60 , por metro cuadrado, por el valor de! suelo

Asi, conforme consta de los documentos que se acampaJian e inclusive de publicaciones
de aVISOS clasificados de prensa, aparece que el valor de un metro cuadrado de terreno
(sin construcciones),en e! sector, fluctúa entre US$ 200 y US$395 El menor de dichos
valores corresponde a la zona de BeJlavísta (sector de la residencia que fue de OswaJdo
Guayasamín) en el sector sur del Parque Metropolitano y el más alto en la zona norte
del Parque en los denominados "Jardines del Batán", zona colindante con el pledio
expropiado

Adicionalmente, al valor del terreno como tal, se debe considerar el valor del bosque de
eucalipto que se encuentra en la mayor parte de la propiedad El valOl- del bosque que
se encuentra plantado en la propiedad de la peticionaria (plantanción ejecutada por ella)
determina que el precio del inmueble se increment.e pues se calcula que existen un
estimado de 95220 árboles de eucalipto, que producirian" un volumen total estimado de
168004 metros cúbicos de madera con un valor estimado de US $11'760280

En el reciente avalúo efectuado por el perito designado por el Juzgado Noveno de lo
Civil de Pichincha, se ha asignado un valor de "USDS 78,09" por metro cuadrado, y un
"avalúo total del terreno: USD $ 50'421 736", es decir por una extensión total de
645687,50 metros cuadr'ados. Tal perito, para emiTir su informe se relnite
ex:c1usivamente a información publicada por el propio Municipio Metropolitano de
Quito, como son las publicaciones del Dirección General de Planificación del
Municipio de Quito. En este avaluo no se considera el valor de los árboles

En vista de lo señalado en los pán'afos precedentes, se considera que una justa
indemnización debe reunir los parámetros antes indicados, de tal manera que para el
cálculo del valor de la indemnización reconocida en el Art 21 (2) de la Convención se
debería considerar' un valor en ningun caso inferior a los US$ 130,60 por metro
cuadrado El valor de la unidad deberá ser multiplicado por el área total, en metros
cuadrados para llegar al valor total de una justa indemnización. La señora Jvlaría
Salvador Chiriboga tiene derecho a recibir tal valor como justa indemnización

Adicionalmente al valor intrinseco de la propiedad, se considel a que también debe
repar arse e indemnizarse a la peticionaria por el tiempo durante el cual no pudo gozar

caTolcrlsticas'l.
,~ En la ¡lctualid3d se considera que dicha especie, por ser inU'oducida y no endémica, no es benefi.ciosa para el

ambiente Se plante.:1. en general la sustitución de dicha especie por especies naliv<ls
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del predio, confoIm~ 10, !~a señala?o la Comisión en su informe, cuyo pago fue
recomend~do por, la ComISlon en su mforme 78/05 emitido de conformidad con;1 Art.
50 d~ la ,ConvencIon. El Estado nunca negó que debía cumplir con esta obligación Para
la fiJaclon de, este valor se deberá considerar el valor del bien y en flmción ello
c~lcularse los mtereses que se habrían generado, si el Estado habría pagado el valor del
bIen en la fecha en la que se declaró de utilidad pública. Para este efecto la Corte deberá
considerar el tiempo transcurrido desde aquella época hasta la actualidad r' 1\ (H '7 'A}

lJ\'/ fA ,

La peticionaria estima que se le debe reparar por los gastos y costas incurridas en la
tramitación de su caso, tanto en el ámbito interno como en el Sistema Interamericano de
Derechos Humanos.. Hasta la fecha, desde hace más de 13 años" la peticionaria ha
cancelado?6 a sus abogados, doctores Alejandro Ponce Martinez y Alejandro Ponce
Villacís77 una SUma total, de US$ 46 083,58 valores que íncluyen tanto honorarios
profesionales cOmo gastos incurridos por los abogados y que han sido cubiertos por la
peticionaria Se considera que estos valores deben ser reintegrados por el Estado.

Adicionalmente, la Peticionaria reconoce que se encuentra adeudando honorarios por la
suma de US$ 20000 al Dr. Wilson Yupangui quien también ha intervenido en la
defensa de los derechos de la peticionaria especialmente en las etapas iniciales de los
trámites administrativos. POI' ello, este valor también deber ser considerado como parte
de las costas.

En vista de que la señora María Salvador Chiriboga ha debido pagar los impuestos
prediales desde 1991, asi como la sanción por "sol31 no edificado" tales valores le
deberán ser restituidos con los respectivos intereses desde la fecha de pago de tales
tributos

Finalmente, se considera que el Estado debe adoptar medidas de carácter no patrimonial
destinadas a la remediación de las violaciones a sus derechos humanos

En primer lugar se solicita que la Honorable Corte ordene que el Estado inicie los
diferentes procesos de carácter civil, administrativo y penal destinados a la sanción de
todos los responsables de las distintas violaciones de los derechos humanos de la señora
Maria Salvador Clúriboga.

En la sentencia además se deberá ordenar que el Estado adopte todas aquellas medidas
destinadas a la no reiteración de los hechos ocurridos en el presente caso. En espedal se
deberá incluir las medidas de carácter económico y administrativo para evitar que en el
futuro se puedan dar ocupaciones de bienes sin que previamente se haya pagado de
manera íntegra un valor que corresponda a una justa indemnización por el valor de los
bienes expropiados En relación con el deber de no reiteración se encuentran aquellos
deberes relacionados con la debida tlamitación y resolución sobre el fondo, de manera
oportuna de los procesos judiciales

Además se considera que una forma adecuada para prevenir futuras violaciones es unn
adecuada formación en derechos humanos de los distintos funcionarios públicos

7ti Las tarift'1S que se 113n cobrado a la señora &tlvudor Chiriboga son inferiores a los valores habituales. Los abogados
que hall resprcscmado a la Seriara Marin Salvado Chiriboga han considcrndo adecuado el cohrar honoHll ios menores
pOl tratarse de un C¡lSO en d que se discuten derechos humanos

71 En el caso de los honorarios pagados al Dr. Alejandro Ponee Vil1ncís,. estos han sido pagados por hl compaIlla
Primsafo Cia .. Llda la núsma que ha otorgndo prestamos ¡t la señora Salvador Chiriboga con este I1n
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5. Beneficia)'ia de las reparaciones

i:volucrad~s ~n los procesos de expropiación Por ello, se solicita que la Corte ordene
q .e~a R7PllbJ¡~ del Ecuador capacite adecuadamente a los funcionarios administrativos
y Jll

l
ICJa es en erechos Humanos .. Al efecto, de cumplir con este fin se debería ordenar

~n a sentenCIa que e.ste proceso de capacitación se realice a tI'a~és de uno o más
~onvel1los con rnstl:uclOnes superiores d~ educación, que de manera independiente del

stad?, ~~edan bnndar dIcha formacIon en Derechos Humanos El costo de tal
capacltacIOn deberia ser cubieno por el Estado

Si bien el eventua2 resultado de este proceso constituye una forma de repmación, se
conSIdera que el Estado debe publIcar el texto de la sentencia que se dicte en cada uno
de los dlanos de mayor circulación del país y en el Registro Oficial Siu perjuicio ele
eIl<>. el Estado también deberá ofrecer disculpas públicas a la señora !VIaría Salva.dor
Chmboga por el hecho de haberse visto privada de sus derechos conforme se ha
señalado en la demanda y en el presente escrito. Dichas disculpa.s deberían ser ofrecidas
por el Alcalde del Distrito Metropolitano de Quito

(\ i ~ (j ¡ ') S;;
d , .. ~J ....t f ',-'

Se considera que la señora Maria Salvador Chiriboga, por sus propios derechos y Gamo
única y universal heredera de su hemmno Guillermo es la bcneticiria de las
reparaciones, puesto que ella es la única actual propietaria del predio Batán de
Merizalde expropiado por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito única titulal
del derecho a percibir las indemnizaciones

6. Solicitudes

Los reprcsentantes de la Señora María Salvador Chiriboga hacen suyos todas las
solicitudes de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos y piden a la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos lo siguiente:

a) Que se declare que la República elel Ecuador ha violado los derechos reconocidos en
los Artículos 8,25,21,24, 1 1,2 Y 29 de la Convcnción en los téllninos señalados tanto
en la demanda presentada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. como
en el presente escrito;

b) Que se ordene que la República del Ecuador adapte su legislación interna a las
disposiciones de la Convención Americana, es especial se deberá ordenar que se
eliminen todos aquellas prohibiciones legales que impiden la impugnación por via
judicial de actos administrativos .. De manera particular se deberá ordenar la eliminación
de la prohibición consLaIlte en el Código de Procedimiento Civil en cuanto a la
posihilidad de someter a discusión judicial la declaratoria de utilidad pública dentro e1el
juicio de expropiación;

e) Que se ordene que la República del Ecuador cumpla con las reparaciones señaladas en
la sección 4 del presente escrito. En especial, se solicita que la Corte señale el va.lor que
corresponde a la "justa indemnización" corno consecuencia de la expropiación sin
indemnización en que ha incurrido el Estado a través del Municipio del Distrito
Metropolit.ano de Quito y que se ordene dicho pago como una torma de reparación;

d) Que se ordene que la Republica elel Ecuador cumpla con las reparaciones señaladas
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en la secclon 4 del presente escn'to . I 11 ti' en especIa ague as armas de reparación no
patrimonial allí señaladas',

~) QU~ se Orde!le que I.a República d~I.Ecuador pague las costas y gastos en que ha
IllcUI:ndo la senara. Mana Salvador Chmboga tanto en los trámites internos como ante
lo~ organos del S!~tema Interamericano de Derechos Humanos, de acuerdo con lo
senalado en la seCClon 4 del presente escrito;

7. Pruebas

Los representantes de la señora María Salvador Chiriboga hacen suyas todas las pruebas
documentales y testimoniales presentadas y ofrecidas por la Comisión en su demanda
Adicionalmente, presentan la prueba que se señala en las siguientes seccíones

7.1 Prueba testimonial y pericial.

Los representantes de la señora Maria Salvador Chiriboga hacen suya la list.a de testigos
presentada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su demanda y con
los objetivos allí descritos .Y en los términos allí señalados En consecuencia, tajes
testigos son; Maria Salvador Chiriboga de Fornasini, Jessica Salvador Chiriboga, Susana
Salvador Chiriboga, José Luis Paredes Sánchez, Margarita Beatriz Raftha Guel1a

Los representantes de la señora Maria Salvador Chiriboga hacen suya la lista de peritos
presentada por la Comisión Tnteramericana de Derechos Humanos en su demanda y con
los objetivos allí descritos y en los términos allí señalados,. En consecuencia, tales
peritos son,' lng. Edmundo Gutierrez Del Castillo y Dr, Raid Moscoso Alvarez

Adicionalmente los representantes de la señora SalvadO! Chiriboga ofrecen como perito
al. Dr.Edgar Neira Orellana, abogado experto en Derecho Admisrrativo Se ofrece su
declaración pericial con el fin de que informe a la Corte sobre los aspectos relevantes del
Derecho Administrativo Ecuatoriano en torno a los procesos de expropiación De igual
manera, declarará sobre la forma en la que se conducen los procesos contencioso
administrativos en sede judicial, el alcance y objetivo de los mismos, así como la
realidad del sistema de administración de justicia en el Ecuad.or en relación con la
jurisdicción contenciosa administrativa y sobre la naturaleza y alcance d.e las diferentes
acciones de carácter contencioso administrativo que reconoce la legislación ecuatoriana
Adicionalmente declarará sobre el alcance y aplicación de las normas legales vigentes
al momento de declararse la utilidad pública y las diferentes reformas legales que se han
dado desde aquella época hasta la actualidad y la relevancia que podría tener las mismas
frente al proceso de expropiación en el presente caso La dirección a la que puede serie
enviada correspondencia es la señalada por los representantes de la señora Salvador
Chiriboga

7,2. Prueba documental

Con el fin de demostrar los fundamentos de los argumentos del presente escrito así como
para brindar un mayor sustento a los argumentos de la demanda presentada por
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, los representantes de la señora
Salvador Chiriboga ofrecen como prueba los documentos que se detallan más adelante
Además, expresamente señalan que hacen suya toda la prueba documental presentada
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por la Comisión y que se adjuntó a la demanda

Por otra parte, en vista de que los representantes de la Señora María Salvador Chiriboga
no han podido tener acceso a ciertos documentos" que se encuentran en poder del
Estado o que deberían encontrarse en su poder, solicitan que la Honorable Corte
solicite a los representames del Estado que remitan a la Corte los siguientes
documentos:

a) Copia completa del expediente administrativo de expropiación en el que consten todas
las resoluciones adoptadas por el Concejo Munivipal de Quito en tomo a la
expropiaciones para la creación del Parque MetlOpolitano, así como 105 informes y
demás documentos relacionados con este proceso

b) C · 1 d Id" , di" d 'd llvi' ,U (] O1'.1 Oopla comp eta e proceso a mmlstratlvo e ape aClQn con UCI o ante e Inlsteno
de Gobierno en contra de la resolución que dcclaró de utilidad pública el inmueble de la
señora María Salvador Chiriboga

c) Copia de los presupuestos del Municipio del de Quito desde 1991 hasta la actualidad
en los que consten las asignaciones presupuestarias destinadas a expropiaciones,

d) Copia completa del recurso subjetivo 2540 propuesto por la Señora :Maria Salvador
Chiriboga en contra del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito y que fuera
conocido por la Segunda Sala del Tribunal Distrital No 1 de lo Contencioso
Administrativo. Según se ha informado verbalmente a los representantes de la señom
Salvador Chiriboga dicho expediente "no se encuentra en el archivo",

e) Ordenanza Municipal que autoriza el proceso de la urbanización denominada
"Jardines del Batán" en favor de "'Mercantil Urbana"

7.2.1 Detalle de documentos que ofrecen como prueba los representantes de la
señora María Salvador Cbiriboga

ANEXO 1: Escritos y documentos que han presentado los representantes ante el
Municipio del Distrito Metropolitano de Quito y ante el Ministerio de Gobierno con
el fin de obtener copias de documentos y las rcspuestas recibidas

ANEXO 2: Copia íntegra del Recurso Subjetivo o de Plena Jurisdicción No 4431
propuesto en contra del Acuerdo Ministerial 417.

ANEXO 3: Copias de los últimos escritos presentados por la Sra Ma,-ía Salvador
Chiriboga dentro del Remrso Subjetivo No 4431

ANEXO 4: Copia íntegra del Recurso Subjetivo No 1016 propuesto por la SrrL Maria
Salvador Chiriboga en contra del procedimiento que siguió el Municipio de Quito para
declaratoria de utilidad pública del inmueble de su propiedad

ANEXO 5: Copias de los últimos escritos presentados por la Sra Maria Salvador

111 En particular C!ocwncmos que se encuentran en poder del Municipio del Distrito MetropoJit<lno de Quito Pese él los
esfuerzos reali7.ado5 desde hacc varias semanas las autoridades no han entregado a los representantes de la Senara
Salvador los documentos SQlicitados~pese a que los luismos son de c..1.ráctcr público
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Chiriboga en el Recurso Subjetivo No .. 1016

ANEXO 6: Copia del Juicio de Expropiación No 1300-96 que se sigue en el Juzgado
Noveno de lo Civil de Pichincha

ANEXO 7: Copia del Informe Pericial presentado por el Arq Vicente Dominguez
Zambrano dentro del Juicio de Expropiación No 1300-96 que se tramite ante el Juez
Noveno de lo Civil de Pichincha.

ANEXO 8: Impresión de! documento denominado "Actividades desarrolladas" que
contiene la información general del Juicio No 1300-96 que se sigue ante el Juzgado
Noveno de lo Civil de Pichincha, tomado de la página oficial de la Función Judicial
http://www.funcionjudicial-pichincha.gov.ec/consultas!

ANEXO 9: Copias del Recurso Subjetivo No. 1498 propuesto por los señores María y
Guillermo Salvador Chiriboga en wntra del Municipio de Quito en el que se demanda se
declare la nulidad e ilegalidad del acto administrativo mediante e! cual se erIÚte informe
desfavorable a la solicitud de urbanización de tres hectáreas del predio Batán de
Merizalde ..
a) Copia de la demanda;
b) Contestación a la demanda;
c) Sentencia dictada por la Segunda Sala del Tribunal Distrital No .. 1 de lo Contencioso
Administrativo;
d) Recurso de Casación interpuesto por la Sra Maria Salvador Chiriboga;
e) Copias de documentos relativos al trámite de recurso de casación ante la Corte
Suprema de Justicia y sentencia dictada por dicha Corte

ANEXO 10: Copias del Recurso Subjetivo No. 2540 propuesto por la Sra María
Salvador Chiriboga en contra del Municipio de Quito
a) Demanda presentada por la Sra. Maria Salvador Chiriboga;
b) Contestación a la demanda;
c) Sentencia dictada por la Segunda Sala del Tribunal Distrital No 1 de 10 Contencioso
Administrativo~

d) Recurso de Casación interpuesto por la Sra María Salvador Chiriboga;
e) Sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema
de Justicia.

ANEXO 11: Copias de algunos documentos del Recurso Subjetivo No 2540 propuesto
por la Señora María Salvador Chiriboga
a) Demanda;
b) Recurso de casación;
c)Sentencia de casación dictada por la Corte Suprema de Justicia

AN EXO 12: Constitución Política de la Republica de! Ecuador, Codificación 1984,
publicada en el Registro Oficial No. 763 de 12 dejulio de 1984.

ANEXO 13: Constitución Política de la República del Ecuador, Codificación J 996,
publicada en el Registro Oficial No 969 de 18 de junio de 1996

ANEXO 14: Constitución Política de la República del Ecuado!, Codificación 1997,
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publicada en el Registro Oficial No. 2 de 13 de febrero de J997

ANEXO 15: Constitución Politica de la República del Ecuador, adoptada por la
Asamblea Nacional Constituyente, publicación del Registro Oficial No 1 de 11 de
agosto de J998

ANEXO 16: Ley Orgánica de Régimen Municipal, publicada en el Suplemento al
Registro Oficial No 331 de 15 de octubre de 1971.

ANEXO 17: Ley de Contratación Pública, publicada en el Registro Oficial No 501 de
16 de agosto de 1990.

ANEXO 18: Codificación de la Ley de Contratación Pública, publicada en el Registro
Oficial No 272 de 22 de febrero de 2001

ANEXO 19: Ley Orgánica de Administración Financiera y Control, publicada en el
Registro Oficial No 337 de 16 de mayo de 1977

ANEXO 20: Ley de Presupuestos del Sector Público, publicada en el Suplemep.,lCNl¡!-, l' Q '1
Registro Oficial No. 76 de.30 de noviembre de 1992. .' v U _ U <:,

ANEXO 21: Código de Procedimiento Civil, Codificación 1987, publicado en el
Suplemento al Registro Oficial No .. 687 de 18 de mayo de 1987.

ANEXO 22: Código de Procedimiento Civil, Codificación 2005, publicado en el
Registro Oficial No. 58 de 12 de julio de 2005

ANEXO 23: Ordenanza Metropolitana que contiene el procedimiento expropiatorío y
de establecimiento de servidumbres en el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito,
publicada en el Registro Oficial No . .376 de 13 octubre de 2006.

ANEXO lA: Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, publicada en el
Registro Oficial No. 338 de 18 de marzo de 1968

ANEXO 25: Declaración Juramentada del Dr Edgar Neira Orellana, sobre el alcance
del recurso subjetivo o de plena jurisdicción y la acción de lesividad

ANEXO 26: Currículum Vílae del Dr. EdgarNeira Orellana

ANEXO 27: Acta Notarial de Posesión Efectiva otorgada en favor de la Sra Maria
Salvador Chiriboga como heredera del Sr Guillermo Salvador Chiriboga

ANEXO 28: Nueve fotografias y comunicación del Lcdo. Raúl Zambrano que
muestran la realización de una competencia de ciclismo y el uso público del inmueble de
propiedad de la Sra Maria Salvador Chiriboga.

ANEXO 29: Tres fotografias tomadas durante el Programa de Concesión de la
Administración del Parque-Metropolitano en el inmueble de propiedad de la Sra ¡Vlaría
Salvador Chiriboga.
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ANEXO 30: Folleto explicativo sobre la Concesión de Administración del Parque
Metropolitano..

ANEXO 31: Convenio de Administración del Parque Metropolitano celebrado entre el
Municipio de Quito y la Corporación de Salud Ambiental de Quito, en el que no se
excluye la zona correspondiente al inmueble de propiedad de la Sra María Salvador
Chiriboga

ANEXO 32: Estados Financieros por el período comprendido entre el I de enero de
2002 y el 31 de diciembre de 2004 e informe de los auditores independientes de la
Corporación de Salud Ambiental de Quito: en la página 8 constan los egresos para
proyectos, entre ellos, US$8'000,000 00 (Ocho millones 00/100 de dólares de los
Estados Unidos de América) para la adquisición de los terrenos que no pertenecen al
Municipio del Distrito Metropolitano de Quito en el Parque Metropolitano de Quito

ANEXO 33: Publicación del Dim io El Comercio, de 23 de enero de 2002, titulada
"60% del Metropolitano en peligro"

ANEXO 34: Comunicación de 28 de octubre de 1997 del Dr Wilson Yupangui, en la
que reclama a nombre de la Sra.. María Salvador Chiriboga la ilegal ocupación del
inmueble :' ;,\1 ~ r', <j

,(. ID" j>,

..rU-'Jt()t.'
ANEXO 35: Copias de los reclamos administrativos presentados por la Sra. María
Salvador Chiríboga los días 11 de octubre de 1995, 27 de octubre de 1995 y 29 de
diciembre de 1995, ante los Consejales del Distrito Metropolitano de Quito, el Ministro
de Gobierno y Policía y el Alcalde del Distrito Metropolitano de Quito, los mismos que
están relacionados con los Acuerdos Ministeriales 408 y 417 del Ministerio de Gobierno

ANEXO 36: Impresiones de documentos denominados "Actividades Desanolladas" de
varios juicios de expropiación seguidos por el Municipio del Distrito Metropolitano de
Quito en los que los demandados se han opucsto o han impugnado el precio fijado
unilateralmente por el Municipio. Todos estos procesos han sido dilatados y ha existido
una demora más allá de lo razonable

ANEXO 37: Copia de la Resolución No C358 del Concejo Metropolitano de Quito de
28 de junio de 2001, mediante la cual autoriza la constitución de la Corporación
Ambiental del Distrito Metropolirano de Quito.. Dicha cOlporación se denomina en la
actualidad Corporación de Salud Ambiental de Quito o también conocida como
Corporación Vida para Quito.

ANEXO 38: Copias de una sección del presupuesto del Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito para el Ejercicio Económico 1995, en el que se asigna MIL
QUINIENTOS TREINTA MILLONES DE SUCRES para expropiaciones Este valor
corresponde a quinientos noventa y seis mil dólares .. (Tipo de cambio S/2.270 sucres
por dólar que corresponde al promedio anual)

ANEXO 39: Copias de una seccron del presupuesto del Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito para el Ejercicio Económico J999, en el que se asigna CIEN
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M1LLONES DE SUCRES para expropiaciones Este valor corresponde a catorce mil
diecinueve dólares (Tipo de cambio S/7260 SLlcres por dólar que corresponde al tipo
de cambio de Enero de 1999)

ANEXO ~o: Tabla de Cotizaciones de tipos de cambio de sucres a dólares entre 1980 y
Marzo de 2000

ANEXO 41: Copias de solicitudes dirigidas a la Dirección Nacional de Avalúos y
Catastros por el Alcalde de Guayaquil, en las que solicita que tal Dirección proceda 'a
realizar el avalúo de predios previa a su expropiación

ANEXO 42: Comunicación dirigida al Dr Wilson Yupangui Carrillo, suscrita por la
Presidenta de la Comisión de Expropiaciones, Remates y Avalúos del Concejo
Metropolitano de Quito, en la que requiere el avalúo previo de la Dirección Nacional de
Avalúos y Catastros

Al'lEXO 43: Copia del Oficio No SOT-DINAC-LT-FA-2006 000167 de 30 de enero
de 2006, en el que el Director Nacional de Avalúos y Catastros afirma que la facultad de
avaluar bienes inmuebles de expropiación es exclusiva y privativa de la DINAC

ANEXO 44: Copia del Oficio No .. 10850 de 23 de agosto de 2004, en el que el
Procurador General del Estado, en contestación a la consulta presentada por el Alcalde
del Cantón Pedro Vicente Maldonado, afirma que previa a la expropiación se requiere el
avaluo de la Dirección Nacional de Avalúos y Catastlos

" '\ Ol' 04' ~ r j ,'1 I

\,' ~.: f U_.
ANEXO 45: Copia del Oficio No. 23445 de lO de marzo de 2006, en el qué d -
Procurador General del Estado, en contestación a la consulta presentada por el Alcalde
del Cantón San Pedro de Pelileo, afirma que previa a la expropiación se requiere el
avalúo de la Dirección Nacional de Avalúos y Catastros

ANEXO 46: Copia de la sentencia ejecutoriada por la Primera Sala del Tribunal
Distrital No 1 de lo Contencioso Administrativo en la que declara la nulidad de Jos
actos administrativos relativos a la expropiación por falta de avalúo previo por parte de
la Dirección Nacional de Avalúos y Catastros Juicio TNSERPETRO CIA LTDA
contra Municipio de Orellana, Juicio No 5199

ANEXO 47: Copia del procedimiento administrativo en el cual se niega la autorización
a la Sra Maria Salvador Chiriboga para urbanizar una parte de su predio denominado
"Batán de Merizalde".

ANEXO 48: Copia del artículo editorial "Abusos del Parque Metlopolitano" de Hernán
Muñoz T , publicado en el Diario La Hora el l de agosto de 1994

ANExO 49: Impresiones de fotografías satelitales del área correspondiente al Parque
Metropolitano, en las que se aprecia claramente la irregularidad del Parque pOI la
urbanización Jardines del Batán Tomadas de GoogleEartb.

AN:E.xO 50: Dos fotografías en las que se observa a un vehículo ele la Empresa
Metropolitana de Obras Públicas de Quito extraer madera elel predio "Batán de
Merízalde" de propiedad de la Sra. Maria Salvador Chiriboga.
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ANEXO 51: Cuatro fotografías del predio "Batán de Merizalde" de propiedad de la
Sra, María Salvador Chiriboga

AN~:X:0 52: C?pia de la publicación "Mercado del Suelo en Quito" realizada por el
MUnICIpiO del DIstnto Metropolitano de Quito y la Dirección General de Planificación.
en la que aparece en la página 104 un cuadro de variación temporal del precio del suelo
en algunos sectores de Quito, entre ellos, el Batán, Zona en la que se encuentra el predio
"Batán de Merizalde" de propiedad de la Sra María Salvador Chiriboga

ANEXO 53: Proformas de ten'eno suscritas por la Sra Maria Maldonado, corredOla de
Bienes Ralees

ANEXO 54: Carta de 24 de septiembre de 1999 suscrita por el Arq José Cabo Rivera,
dirigida a la Srta. Maria Sánchez, en la que oferta un terreno en la Urbanización Jardines
del Batán

ANEXO 55: Profonna de terreno en venta de 26 de julio de 2004, en la que se ofi-ece
un terreno en la Urbanización Jardines del Batán

ANEXO 56: Copias de los comprobantes de pago de impuesto predial por el predio
Ü Batán de MerízaldeH

<

f
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ANEXO 57: Detalle de honorarios y gastos de la Sra Maria Salvador por los servicios
profesionales del Dr. Alejandro Ponce Villacís entre el 18 de mayo de 1998 y el 5 de
marzo de 2007.. Copias de las cartas, facturas y detalles de tiempos por el perlado
señalado.

;¡ í\ n' Q e: r"
ANEXO 58: Certificado de lista de pagos realizados por la Sra. María SaJvarlor'-I:!e' 1 U tI .
Fomasini entre el 25 de mayo de 1994 y el 17 de enero de 2007 al Estudio Jurídico
Quevedo & Ponce y copias de las fa.cturas y detalles de tiempos por el período seiíalado t-!
ANEXO 59: Certificado de la compañia PRJM SAFO C1A. LTDA

ANEXO 60: Carta de 31 de enero de 2006 suscrita por el Dr. Wilson Yupangui
Carrillo, en la que fija sus honorarios profesionales

ANEXO 61: Cuadro de cálculo de precio de venta de madera (árboles) y composición
de fotografias satelitales. Tornadas de Google Earth ~... " '/
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